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RESUMEN EJECUTIVO 
 
 
La presente investigación se refiere al juicio ejecutivo de obligaciones de hacer 
relacionada con el cumplimiento del contrato de promesa de compraventa cuyo objeto es 
la suscripción definitiva del contrato prometido, sin embargo, debido a la deficiente 
normativa procesal civil existente, el acreedor en virtud de lo dispuesto en el Art. 1505 
del Código Civil, en vez de ejercer la acción de cumplimiento, opta por la acción 
resolutoria por la vía ordinaria, atendido que no existe un procedimiento adecuado para 
pedir la suscripción forzosa del contrato definitivo. La única disposición que se refiere a 
la obligación forzosa de suscribir el contrato prometido, es la contenida en el inciso 
segundo del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil, en la cual se faculta al juez para 
suscribir, a nombre del deudor, el contrato definitivo. Fuera de la disposición anterior no 
existen normas claras en el Código de Procedimiento Civil que traten la materia, 
ocurriendo exactamente lo mismo con el proyecto de Código General del Proceso, en el 
cual no se contiene ninguna norma que trate el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer 
consistente en la suscripción de un contrato,  solo mencionándolo en el literal a) del Art. 
413, no desarrollándose ninguna disposición fuera de su simple mención, señalándose en 
el Art. 414 que el procedimiento y demás disposiciones previstas para la ejecución de las 
obligaciones de dar, sin embargo, en las obligaciones de dar no existen normas adecuadas 
para las obligaciones de hacer tendientes a suscribir un contrato, sin embargo, en el nuevo 
procedimiento existe un procedimiento más expedito para solicitar la resolución de 
contrato.  
 
PALABRAS CLAVES:   
 
COMPRAVENTA 
CONTRATO 
CUMPLIMIENTO 
MORA 
PROMESA 
RESOLUCIÓN 
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ABSTRACT 
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INTRODUCCIÓN 
 
La obligación de hacer consistente en la suscripción de un contrato, como ocurre con el 
contrato de promesa de compraventa, carece de una normativa que permita ejercer la 
acción de cumplimiento que emana del Art. 1505 del Código Civil Ecuatoriano, 
prefiriendo los contratantes que cumplen con su obligación interponer la acción 
resolutoria, la cual, en el ordenamiento jurídico vigente se tramita de conformidad al 
juicio ordinario. 
 
Destaca dentro de la problemática surgida por el cumplimiento del contrato la Asamblea 
Nacional, el proyecto de según se desprende del Oficio Nº 073-APB-2009-AH de la 
Asamblea Nacional del Ecuador que contiene un Proyecto de Ley reformatoria al Código 
Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal, del año 2009, que se refirió al 
magro tratamiento legislativo ha hecho que se discuta largamente sobre cada requisito 
que trae el Art. 1570 del Código Civil. 
 
La falta de un adecuado tratamiento legislativo del juicio ejecutivo de obligaciones de 
hacer consistente en la suscripción de un contrato, no solo es problema del Ecuador, sino 
que de varios países, habiéndose para ello revisado los Códigos Provinciales de los 
estados mexicanos de Campeche, Puebla, Veracruz y México, en los cuales no existe 
ningún tratamiento de la materia; igual sucede con los Códigos Generales del Proceso de 
Colombia, en donde hay algunas normas que tratan tangencialmente la materia. Lo 
anterior ha influido en que la doctrina al respecto no sea numerosa, encontrándosela, 
generalmente en Chile, cuando se analiza el Art. 1545 del Código Civil chileno (Art. 
1505 del Código Civil ecuatoriano) en donde varios autores se refieren al tema. 
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El proyecto de Código General del Proceso del Ecuador, en actual discusión también trata 
en forma deficiente el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer relacionado con la 
suscripción de un contrato, refiriéndose a él solamente en el literal a) del Art. 413 del 
Título III “Ejecución de hacer, no hacer y de entrega de una especie o cuerpo cierto”, del 
Libro Sexto “Fase de Ejecución”. En consecuencia, el proyecto solo hace mención a estas 
obligaciones sin desarrollar ningún artículo que se refiera a la materia, para, señalar en el 
Art. 414 que el procedimiento y demás disposiciones previstas para la ejecución de las 
obligaciones de dar serán aplicables supletoriamente en todo lo no regulado 
expresamente por el presente título. 
 
Como se puede apreciar, los asambleístas y sus asesores no desarrollaron un 
procedimiento expreso para la materia remitiéndose al juicio ejecutivo de obligaciones de 
dar, que no contiene normas compatibles con este tipo de obligaciones, surgiendo el 
mismo problema que ocurre con el Código de Procedimiento Civil vigente, ya que debido 
a una falta de adecuada normativa para esta clase de obligaciones, los contratantes que 
cumplen sus obligaciones en el caso del Art. 1505 del Código Civil  ecuatoriano, en vez 
de optar por la acción de cumplimiento del contrato, prefieren la resolución del mismo 
por la vía ordinaria. 
 
No se contempla en el proyecto de Código General del Proceso del Ecuador, respecto del 
incumplimiento de la obligación de suscribir un contrato, un artículo similar al existente 
en el inciso segundo del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil del Ecuador, que 
dispone: “Si el hecho consistiere en el otorgamiento y suscripción de un instrumento, lo 
hará la jueza o el juez en representación del que deba realizarlo. Se dejará constancia en 
acta suscrita por la jueza o el juez, el beneficiario y el secretario en el respectivo juicio”. 
 
En consecuencia, si en el proyecto de Código General del Proceso, actualmente en 
discusión en la Asamblea Nacional, no existe una disposición similar a la transcrita en el 
párrafo anterior ¿cómo el acreedor consigue el cumplimiento de la obligación demandada 
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en el caso que el deudor se niegue a suscribir el contrato definitivo? Esta omisión es 
grave, porque si el deudor se negare a suscribir el contrato no hay quien lo haga, y por 
tratarse de normas de orden público, necesariamente la ley debe contemplarlo para que la 
jueza o el juez estén facultados para ello. 
 
La labor legislativa de la Asamblea Nacional del  Ecuador y sus asesores respecto de esta 
clase de juicios, ha sido deficiente, ya que nada se ha solucionado con la nueva 
normativa, persistiendo la falta de tutela jurídica para el acreedor de esta clase de 
obligaciones, existiendo ventajas respecto de la acción resolutoria que se tramita por una 
vía más expedita que la ordinaria, actualmente vigente. 
 
Como puede apreciarse, en nuestro ordenamiento jurídico no existe un tratamiento 
adecuado del contrato de promesa de compraventa y sus efectos, según se desprende del 
Oficio Nº  073-APB-2009-AH de la Asamblea Nacional que contiene un Proyecto de Ley 
reformatoria al Código Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal 
Ecuatoriano, cuando expresa: 
 
“El magro tratamiento legislativo ha hecho que se discuta largamente sobre cada 
requisito que trae el Art. 1570 del Código Civil. Se ha discutido desde la 
naturaleza jurídica de si la promesa es o no un contrato, puesto que está colocada 
en el título XII del Libro IV del Código Civil, que trata de “Los efectos de las 
obligaciones” (…) En el Ecuador hay un altísimo porcentaje de promesas de 
compraventa de inmuebles que no se las celebra por escritura pública, lo que 
coloca al promitente comprador en desventaja y sujeto a exigencias ulteriores 
gravosas, que afectan a la equidad y buena fe. Estas promesas son fulminadas con 
la sanción de nulidad, y excepcionalmente, se adopta el criterio científico de que 
son inexistentes”. (Código Civil, 2009, pág. 4).  
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En el Ecuador, antes que solicitar el cumplimiento del contrato de promesa, se prefiere 
utilizar la resolución del contrato con indemnización de perjuicios, pese a la existencia 
del inciso final del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil, que dispone: “Si el hecho 
consistiere en el otorgamiento y suscripción de un instrumento, lo hará la jueza o el juez, 
el beneficiario y el secretario, en el respectivo juicio”. 
 
En el capítulo primero de esta investigación se hace un acucioso estudio del problema, 
con variada doctrina, esencialmente comparada, sobre la materia, la cual ha servido de 
sustento para la propuesta. 
 
En el capítulo segundo se transcribe las entrevistas efectuadas a tres jueces civiles de 
Imbabura y la encuesta practicada a setenta y cinco abogados de la ciudad de Ibarra, en 
donde se deja en evidencia las omisiones legislativas existentes respecto del juicio 
ejecutivo de obligaciones de hacer consistente en la suscripción de una escritura pública, 
lo que ha llevado a este investigador a proponer, en el Capítulo Tercero, un 
procedimiento que solucione esta grave omisión.    
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CAPÍTULO I 
MARCO TEÓRICO 
 
 
1.1. El contrato de promesa de compraventa  
 
1.1.1. Concepto 
 
El jurista nacional Dr. Aníbal Guzmán Lara en su obra denominada “Diccionario 
explicativo del Derecho Civil ecuatoriano”, al referirse a la promesa de contratar, la 
define como: 
 
“es la oferta de conformar, realizar o no realizar un hecho y de celebrar con una 
persona determinada un contrato. La promesa de contratar, como la de verificar 
un acto jurídico, obliga a su cumplimiento”. (Guzmán Lara, pág. 463)  
 
El autor nacional se refiere a la promesa de celebrar un contrato en términos generales, 
poniendo énfasis en que esta clase de contrato obliga a su cumplimiento, es decir, a la 
celebración del contrato prometido, dando a entender con su concepto que de no 
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cumplirse el contrato de promesa, podrá solicitarse, judicialmente, la resolución o el 
cumplimiento de la referida promesa. 
 
En similares términos, el jurista mexicano Dr. Salvador Rocha Díaz, en su artículo “El 
contrato de promesa”, define a este contrato como:  
 
“un acuerdo de voluntades en virtud del cual una de las partes, o ambas, se obliga 
a celebrar dentro de un tiempo determinado, un contrato cuyos elementos se 
señalan desde luego”. (Rocha, 1974, pág. 623) 
 
De conformidad a lo expuesto por el jurista mexicano, el concepto supone la celebración 
de dos contratos, uno el de promesa propiamente tal y otro, el contrato prometido, razón 
por la cual la doctrina tilda al contrato de promesa como un contrato preparatorio y, al 
igual que lo expuesto anteriormente, faculta al contratante diligente para pedir, a su 
arbitrio, la resolución o el cumplimiento del contrato de promesa.  
 
En el caso de la resolución del contrato de promesa el contratante diligente solicita la 
indemnización de perjuicios por los daños causados por dicho acuerdo de voluntades, en 
cambio, en la demanda de cumplimiento del contrato de promesa, se demanda 
ejecutivamente una obligación de hacer y, en este caso, es la jueza o juez de la causa 
quien suscribe el contrato prometido a nombre del deudor o el demandado que no cumple 
con su obligación de celebrar el contrato. 
 
De acuerdo a lo expuesto anteriormente, el Art. 1569 del Código Civil ecuatoriano 
dispone, respecto del contrato de promesa, lo siguiente: 
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Art. 1569.- [Obligación de hacer].- Si la obligación es de hacer, y el deudor se 
constituye en mora, podrá pedir el acreedor, junto con la indemnización de la 
mora, cualquiera de estas dos cosas a elección suya:  
 
1. Que se autorice para hacerla ejecutar por un tercero a expensas del 
deudor; y 
2. Que el deudor le indemnice los perjuicios resultantes de la infracción del 
contrato. (Código Civil, 2012, pág. 552)  
 
La disposición transcrita concuerda con el Art. 1505 del Código Civil Ecuatoriano, 
atendido que en el contrato de promesa de celebrar un contrato va envuelta la condición 
resolutoria tácita de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado, estando 
facultado el contratante diligente pedir, a su arbitrio, la resolución o el cumplimiento del 
contrato con indemnización de perjuicios. 
 
El Art. 1569 del Código Civil Ecuatoriano, en concordancia con la disposición anterior se 
refiere a las consecuencias que surgen de la mora debitaria en que incurra el deudor de la 
obligación de hacer que surge de la promesa de contrato, que no es otra cosa que las 
indemnizaciones consistentes en el lucro cesante y el daño emergente. 
 
De conformidad a jurisprudencia de triple reiteración de la Corte Nacional de Justicia, 
existe una inclinación al cumplimiento del contrato, cuando expresa,  en resoluciones No. 
20-99, R. O. 142 de 5 de marzo de 1999, juicio verbal sumario N° 233-96 por 
cumplimiento de promesa de compraventa, César Arturo Velásquez Cevallos y otra 
contra José Rafael Sambache Albuja y otra; N° 133-99, R. O.  162 de 5 de abril de 1999  
y Juicio verbal sumario y Resolución. N°. 385-2001, R. O.  521 de 25  febrero  de 2002, 
Juicio ordinario No. 195-2001 por resolución de contrato de promesa de compraventa, 
Eduardo Avilés y otra contra Galo Arcos: 
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“No debe perderse de vista que la resolución de un contrato por incumplimiento es 
el mal menor, pero mal al fin, que el tráfico jurídico, económico y social se nutre 
de contratos ejecutados, no de acuerdos fallidos, por lo que, al ser un bien social 
el propiciar el cumplimiento de los contratos, se debe alentarlo cuidando siempre, 
claro está, que ninguna de las partes sea perjudicada como consecuencia del 
retardo en el cumplimiento, por lo que, si la parte demandada ha demorado el 
cumplimiento por hecho o culpa suya, deberá indemnizar a la actora de todos los 
perjuicios resultantes de ese cumplimiento tardío”.  (Consejo Nacional de la 
Judicatura, 2005, págs. 16,41,196) 
 
Si bien, como se ha manifestado, de acuerdo a los Arts. 1569 y 1505 del Código Civil 
ecuatoriano, de ambas disposiciones se desprende que el contratante que cumple con sus 
obligaciones puede demandar, a su arbitrio, el cumplimiento o la resolución del contrato 
de promesa, queda claramente establecido en la jurisprudencia de triple reiteración que 
nuestro máximo tribunal, hoy Corte Nacional de Justicia, propicia el cumplimiento de los 
contratos, pero en el caso de retardo en el cumplimiento del mismo, si se debe a un hecho 
o culpa del deudor, deberá indemnizar al actor por los perjuicios resultantes de ese 
cumplimiento tardío.   
 
Conforme lo anterior, el contratante que cumplió con su obligación debe acreditarlo, 
según se determina, también, en jurisprudencia de triple reiteración: Resolución No. 133-
99, R. O. No. 162 de 5 de abril de 1999, Juicio verbal sumario No. 395-96 por resolución 
de contrato de promesa de compraventa, Amparo Páez Taco contra Edgar Llovani 
Sotomayor; Resolución No. 289-99, juicio Verbal Sumario No. 66-97 por cumplimiento 
de contrato de promesa de compraventa, Jorge Aníbal Mora Acosta y otra contra Víctor 
Hugo Freire Zapata y otra y Resolución No. 439-00, R. O. 281 de 9-mar-01, Juicio verbal 
sumario No. 63-98 que por pago de cláusula penal e indemnización de perjuicios, 
Fernando Peñaherrera Andrade y otra contra Ana Fabiola Hurtado Gómez jurado y otros, 
que determina cuándo se estima que una de las partes cumplió con su obligación, al 
expresar: 
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“... si una de las partes cumplió, le basta acreditar este hecho para demandar 
cumplimiento o resolución a la contraparte, al amparo de lo que dispone el 
artículo 1532 del Código Civil, sin que le sea oponible la excepción de contrato no 
cumplido o de mora recíproca prevista en el artículo 1595 del Código Civil...”. 
(Consejo Nacional de la Judicatura, 2005, págs. 41,68,148) 
 
1.1.2. Naturaleza jurídica del contrato de promesa 
 
El contrato de promesa de compraventa en el Ecuador es una convención escrita en virtud 
de la cual las partes se obligan a celebrar un contrato de aquellos que la ley no declara 
ineficaces, dentro de un plazo o condición que fije la época de su celebración, siendo el 
único efecto de este contrato el derecho de exigir la celebración del contrato prometido, 
y, en consecuencia, da origen a una obligación de hacer. 
 
Conforme lo anteriormente señalado el civilista ecuatoriano Dr. Juan Larrea Holguín, en 
su obra “Derecho Civil del Ecuador, volumen XII. Contratos. Compraventa, permita, 
cesión de derechos, donación”, al referirse al contrato de promesa de compraventa, 
expresa: 
 
“Efectivamente la jurisprudencia ha confirmado que la promesa de compraventa 
de inmuebles entre nosotros produce una obligación de hacer y que incumplida la 
obligación el juez puede dar eficacia al contrato firmando la escritura pública en 
reemplazo del vendedor renuente. Categóricamente leemos en una sentencia de la 
Corte Suprema: «Habiéndose celebrado válidamente la promesa de venta y no 
existiendo causa legal para que el promitente vendedor se resista a vender, se 
ordena dicha venta y si no cumple el vendedor procederá el juez a firmar la 
escritura»”. ( (Larrea Holguín, Derecho Civil del Ecuador vol. XII “Contratos”. 
Compraventa, permuta, cesión de derechos, donación, 2001., pág. 34) 
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De lo expuesto por el civilista nacional, queda claro que la naturaleza jurídica del 
contrato de promesa es la de un contrato preparatorio, ya que el contrato de promesa y el 
contrato prometido son diferentes, porque en la promesa de compraventa existe una 
obligación de hacer, en cambio, en el contrato prometido, la ejecución del hecho 
convenido, diferencia que claramente se contiene en el numeral 4° del Art. 1570 del 
Código Civil ecuatoriano que dispone: 
 
Art. 1570.- [Promesa de celebrar contrato].- La promesa de celebrar un contrato no 
produce obligación alguna; salvo que concurran las circunstancias siguientes:  
 
 4°.- Que en ella se especifique de tal manera el contrato prometido, que  sólo 
falten, para que sea perfecto, la tradición de la cosa o las solemnidades 
que las leyes prescriban”. (Código Civil, 2012, pág. 553)  
 
Respecto de la diferencia entre el contrato de promesa de compraventa el numeral 4° del 
Art. 1570 de nuestro Código Civil, marca en forma tajante la diferencia entre ambos 
contratos. 
 
Interesante es destacar la jurisprudencia comparada respecto de la diferencia entre el 
contrato de promesa y el contrato prometido, como ocurre con fallo de la Corte Suprema 
de Chile, que con claridad meridiana, expresa: 
 
“El contrato de promesa y el prometido son diferentes. Ambos no pueden 
identificarse, y tampoco coexisten, uno sucede al otro; la promesa es el 
antecedente del contrato que va a celebrarse. Y la circunstancia de que en una 
promesa de compraventa se pague el precio y se entregue la cosa que va a ser 
materia de la venta, no determina necesariamente que el contrato de promesa 
revista la calidad de compraventa, pues en uno y otro contrato la intención de 
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las partes es por completo diferente: en el de promesa se contrae sólo una 
obligación de hacer y en el de compraventa uno de dar y entregar. Determinar 
cuál fue la intención de las partes, si celebran un contrato de promesa o uno 
de compraventa, es una cuestión de hecho que aprecian privativa y 
soberanamente los jueces del fondo”. (CORTE SUPREMA DE LA 
REPÚBLICA DE CHILE: Sentencia de 28 de julio de 1967, 1967) 
 
Conforme lo expuesto por el Dr. Juan Larrea Holguín y la jurisprudencia comparada 
invocada, al hacerse una clara diferencia entre el contrato de promesa y el contrato 
prometido, en donde se expresa que uno, necesariamente debe preceder al otro, puede 
sostenerse con certeza que el contrato de promesa es un contrato de carácter preparatorio. 
 
La promesa de compraventa tiene como esencia la constitución  del derecho real que se 
adquiere con la celebración del contrato definitivo de compraventa, que, posteriormente 
se inscribe en el Registro de la Propiedad, siendo necesario que el contrato de promesa y 
el de compraventa estén sometidos a las mismas solemnidades. 
 
El civilista colombiano Dr. Fernando Hinostroza, rector y profesor de Derecho Civil de la 
Universidad del Externado de Colombia, en la Conferencia para el Congreso 
Internacional de Derecho Civil y Romano, celebrado en  México el año 2005, señaló que 
el contrato de promesa tiene el carácter de “preparatorio”, expresando: 
 
“El contrato de promesa es un contrato preliminar, lo cual muestra la diferencia de 
dicha figura con la oferta y con el contrato definitivo sujeto a condición suspensiva o a 
condición resolutoria, por ejemplo, con la venta con pacto comisorio, o con el pacto de 
reserva de dominio, y por supuesto, con la venta cuyo “perfeccionamiento” no demanda 
formalidad especial, pero que las partes someten al otorgamiento de escritura pública 
(artículo 1858, Código Civil). Es un contrato medio, puente para llegar a un contrato fin. 
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La promesa obliga a contratar, a celebrar el contrato futuro, objetivo genérico, en tanto 
que este último obliga a las prestaciones que se derivan de su función específica, 
obligaciones que en tal sentido podrían calificarse de sustanciales”. (Hinostroza, 2005, 
pág. 47). 
 
El contrato de promesa de compraventa es una especie de contrato preliminar en el cual 
ambas partes se comprometen mutua y respectivamente a comprar y vender un inmueble, 
finalizando la etapa contractual cuando el promitente comprador pague el precio y el  
vendedor lo entregue y efectúe la tradición de la cosa. 
 
Por su parte, el jurista ecuatoriano Dr.  Manuel Sánchez Zuraty, en su obra “Obligaciones 
y contratos”, transcribiendo  la jurisprudencia de nuestro país expresa:  
 
”El contrato de promesa de compraventa es un contrato preparatorio para la 
celebración del contrato definitivo, el contrato de compraventa. El objeto del 
contrato de promesa de compraventa, es pues, el contrato definitivo. Desde luego, 
tanto el uno como el otro son contratos principales y no existe dependencia entre 
ellos, son independientes y solo existe una relación íntima entre los dos. Celebrada 
la escritura de compraventa las obligaciones emanadas del contrato de promesa 
de compraventa quedan cumplidas. En mérito del contrato de promesa de 
compraventa, solo se puede exigir la celebración del contrato de compraventa que 
deberá contener por supuesto, todas y cada una de las condiciones estipuladas en 
el contrato de promesa”. (Sánchez Zurati, 2011, pág. 144) 
 
En consecuencia, el contrato de promesa de compraventa para los citados autores es un 
contrato preparatorio de un contrato definitivo, doctrina que sigue nuestro ordenamiento 
jurídico.  
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Sin perjuicio de estimarse por una parte de la doctrina, inclusive la nacional, que el 
contrato de compraventa es un contrato preparatorio, existe autores comparados que 
niegan la autonomía del contrato de promesa, como ocurre con el jurista español Dr. José 
Alguer al manifestarse respecto de esta tendencia expresa que:  
 
“quienes admiten la autonomía del precontrato cometen un serio error al 
pretender desarticular el querer el acto jurídico, del querer sus consecuencias 
jurídicas; cuando se celebra una promesa, lo que se desea en realidad son los 
efectos futuros propios de un determinado tipo de contrato”. (Alguer, 1935, pág. 
128) 
 
La confusión entre el contrato de promesa y el contrato prometido no es posible en 
nuestro ordenamiento jurídico, ya que expresamente el numeral 4° del Art. 1570 del 
Código Civil ecuatoriano, en forma categórica señala, reitero respetuosamente que en el 
contrato prometido debe especificarse de tal manera el contrato prometido, que  solo 
falten, para que sea perfecto, la tradición de la cosa o las solemnidades que las leyes 
prescriban. 
 
1.1.3. El contrato de promesa de compraventa en el ordenamiento jurídico 
nacional 
 
El Art. 1570 del Código Civil ecuatoriano es categórico al señalar que el contrato 
de promesa de celebrar un contrato no produce efecto alguno, salvo cuando se 
cumplan los requisitos de los numerales 1 a 4 de dicha disposición y que son los 
siguientes: 
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1.1.3.1. Que la promesa conste por escrito; y por escritura pública, cuando fuere 
de celebrar un contrato para cuya validez se necesita de tal solemnidad, 
conforme las disposiciones de este Código (Art. 1570 N° 1) 
 
 
El numeral 1° del Art. 1570 expresamente dispone que la promesa debe celebrarse por 
escrito, razón por la cual, si no existe instrumento escrito, no hay contrato de promesa ni 
puede probarse, ya que si se trata de un contrato verbal carece de valor, aun cuando se dé 
a la prueba testimonial toda la importancia que se quiera, pues con ella no pueden 
suplirse los requisitos exigidos para la validez del acto conforme dispone el señalado Art. 
1570. 
 
 
Si la ley exige que el contrato de promesa de venta se ha de celebrar por escritura pública 
y contraviniendo esta norma se ha convenido solo en una promesa verbal, esta no 
produce obligación legal alguna, carece de existencia y por lo mismo es antijurídico 
demandar la nulidad del referido contrato, porque se trataría de una obligación 
meramente natural que no confiere derecho para exigir su cumplimiento. Por tanto, como 
se ha demandado la nulidad de una promesa verbal de venta de un inmueble  se rechaza 
la acción por improcedente dejando a salvo el derecho del actor para solicitar la 
resolución del contrato y la ulterior indemnización. 
 
 
La exigencia que la promesa conste por escrito tiene relación con el contrato prometido, 
ya que si éste requiere de escritura pública, necesariamente el contrato de promesa deberá 
otorgarse por dicho instrumento, según expresamente dispone no sólo el numeral 1° del 
Art. 1570, sino que, además, en el inciso 2° del Art. 1740 de nuestro Código Civil, que 
dispone: 
 
 
 15 
 
 
 
Art. 1740.- [Forma del contrato].- La venta de bienes raíces, servidumbres y la 
de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se 
ha otorgado escritura pública, o conste, en los casos de subasta, del auto de 
adjudicación debidamente protocolizado e inscrito” (inciso 2°) 
 
 
Las razones jurídicas por las cuales la promesa de compraventa debe otorgarse por 
escritura pública obedecen a que el  inciso 2° del Art. 1740 del Código Civil Ecuatoriano, 
es una disposición de carácter especial, que prevalece sobre la norma general del Art. 
1570 del mismo cuerpo legal. 
 
 
La escritura pública de promesa de compraventa, de conformidad a jurisprudencia de 
triple reiteración otorga el título de poseedor, según se establece en resoluciones a) N° 
234-2000 R.O. 109 de 29 junio 2000 Juicio ordinario No. 26-99 por prescripción 
extraordinaria adquisitiva de dominio, seguido por Víctor Álvarez contra Juan Rivera; b) 
Resolución N° 98-2001R.O. 325 de 14 de mayo de 2001, Juicio verbal sumario N° 118-
2000 por obra nueva que siguió Julio Bravo contra Luis Tapia y c) Resolución 107-2002 
R. O. 627 de 26 de julio de 2002, Juicio ordinario No. 22-2002 por reivindicación 
seguido por Rosa Ramos contra Hugo Castro, habilita para poseer, cuando se expresa: 
 
 
“En la escritura pública de promesa de compraventa se puede entregar al 
promitente comprador la posesión del bien, y en este caso la tendrá con ánimo de 
señor y dueño y no como mero tenedor". (Ecuador C. S., 2000, págs. 465 - 500) 
 
 
Este contrato lo habilita para adquirir por prescripción adquisitiva, pero este criterio no es 
uniforme, según se desprende de lo expuesto por el jurista nacional Dr. Juan Larrea 
Holguín, en su obra “Derecho Civil del Ecuador. El dominio y los modos de adquirir”, 
Tomo VII, cuando expresa: 
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“Sobre si el contrato de promesa de compraventa otorga la posesión o la mera 
tenencia, la jurisprudencia en nuestro país ha acogido el siguiente criterio: «el que 
se posesionó de un terreno en virtud de contrato de promesa de venta, no es 
poseedor sino mero tenedor, porque no puede tener ánimo de señor y dueño, ya 
que solamente podía llegar a serlo por la correspondiente enajenación [...], lo 
dicho tiene su razón de ser en que, en efecto, no basta la promesa de celebrar un 
contrato de compraventa, para que el inmueble a que se refiere entre a formar 
parte del patrimonio del promitente comprador”. (Larrea Holguín, Derecho Civil 
del Ecuador, Tomo VII, El dominio y los modos de adquirir, 2009) 
 
 
Desde mi modesto punto de vista, en el caso que el promitente comprador hubiere pagado 
la totalidad del precio y esté en posesión  pese a que  el promitente vendedor no celebre el 
contrato prometido, aquel está facultado para adquirir el dominio por prescripción 
adquisitiva ordinaria de dominio. 
 
 
Inscripción del contrato de promesa de compraventa en el Registro de la Propiedad. 
 
 
La mayoría de la doctrina nacional, señala que no es necesario, ya que el numeral 4° del 
Art. 1570 del Código Civil ecuatoriano claramente disponen que el contrato prometido 
debe ser especificado, faltándole solo la tradición de la cosa y las solemnidades que las 
leyes prescriben. 
 
 
En el caso del contrato de promesa de compraventa, no existe disposición alguna del 
Código Civil que exija esta solemnidad para el contrato de promesa de compraventa, sin 
embargo, el jurista nacional Dr. Aníbal Guzmán Lara, en su obra ”Diccionario 
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Explicativo del Derecho Civil Ecuatoriano” expresa que la inscripción del contrato de 
promesa de compraventa en el Registro de la Propiedad: 
 
 
“Queda al arbitrio de las partes, pues si las partes quieren y se ponen de acuerdo, 
podrían acordar la inscripción de la escritura pública de contrato de promesa de 
compraventa [...] .en el apéndice referente a la ley de registro de la propiedad, 
en el literal n) manifiesta: Inscripciones en el registro de la propiedad.- Tomando 
en cuenta el origen de la inscripción, lo dividimos en los siguientes grupos: 1) 
Transmisiones de dominio (literal n): las promesas de venta de inmuebles cuando 
las partes han acordado la inscripción, esta disposición constituye un gravamen 
(Guzman Lara, 1992, pág. 461) 
 
 
Pese a lo expuesto por el Dr. Aníbal Guzmán Lara, no procede la inscripción del contrato 
de promesa de compraventa, ya que el contrato de promesa de compraventa no es título 
traslativo de dominio ni un modo de adquirir. Solamente es un contrato preparatorio que 
crea una obligación de hacer: celebrar el contrato definitivo de compraventa prometido.  
 
 
1.1.3.2. Que el contrato prometido no sea de los que las leyes declaran ineficaces 
(Art. 1570 N° 2 Código Civil ecuatoriano) 
 
 
Este requisito exige que el contrato prometido sea válido, es decir su realización debe 
estar permitida por la ley.  Puede suceder, por ejemplo, que se prometa vender un 
inmueble sobre el cual pesa una prohibición de enajenar y gravar,  pero no existe objeto 
ilícito en éste, ya que habría objeto ilícito en el contrato prometido, aunque nada obsta a 
que se prometa vender enajenar un inmueble sujeto a estas prohibiciones, porque el 
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contrato de promesa puede condicionar la celebración del contrato prometido a la 
desaparición de las señaladas prohibiciones respecto de contratos ineficaces no se permite 
la compraventa entre cónyuges no divorciados. 
 
 
La venta prometida no puede ser eficaz si tiene por objeto, por ejemplo, una cosa cuya 
enajenación prohíbe la ley, o se trata de un contrato inmoral, como prometer dar algo en 
recompensa de un delito o un hecho inmoral como la promesa de una persona de darle a 
un juez cierta suma de dinero para que falle a su favor. La noción de buenas costumbres, 
cuya ofensa genera la nulidad de un negocio jurídico, circunda “el conjunto de reglas 
éticas”, premunidas de un “peso social relevante”, “aceptados por las personas honestas, 
correctas, de buena fe, en un ambiente determinado y en un cierto momento, 
reconduciéndose al concepto de moral social dominante. 
 
 
1.1.3.3. Que la promesa contenga un plazo o condición que fije la época de 
celebración del contrato (Art. 1570 N° 3 Código Civil Ecuatoriano) 
 
 
Este requisito se refiere expresamente a la certeza de los contratos, ya que no es lógico 
que se haga un contrato sin base cierta, es decir, sin tiempo o condición que determine la 
época de cumplimiento de lo prometido, como sería, por ejemplo, si una persona se 
comprometiera a celebrar un contrato sin decir cuándo se celebrará, sin decir qué día 
preciso o al menos en qué época o período de tiempo, ello no puede quedar al mero 
arbitrio de alguna de las partes. 
 
 
 Así, la promesa de celebrar una compraventa de un bien raíz entre cónyuges es nula,  ya 
que la compraventa entre cónyuges no  divorciados está prohibida  por la ley. Por el 
contrario es válida la promesa de compraventa de un bien de propiedad de un menor de 
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edad, celebrada por su representante sin autorización judicial, ya que dicha autorización 
es requisito formal para la celebración del contrato de compraventa, no de su promesa. 
 
 
El plazo en el contrato de promesa: El contrato de promesa de compraventa cuando se 
fija un plazo para la celebración del contrato prometido, presupone el normal 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en el mismo, razón por la cual existe 
doctrina que señala que el plazo tiene el carácter suspensivo. En virtud del cumplimiento 
del plazo suspensivo, cualquiera de las partes tendrá derecho a exigir la celebración del 
contrato definitivo después de concluido el contrato de promesa. 
 
 
La condición en el contrato de promesa: La condición a que se refiere el numeral 3 del 
Art. 1570 del Código Civil Ecuatoriano, debe revestir el carácter de determinada y que 
además sirva en forma efectiva al objeto, ya que lo que se exige por esta disposición es 
que pueda saberse con certeza la fecha desde la cual el acreedor podrá hacer efectiva la 
obligación de hacer que se deriva de la promesa. 
 
 
1.1.3.4.    Que en ella se especifique de tal manera el contrato prometido, que 
sólo falten, para que sea perfecto, la tradición de la cosa, o las 
solemnidades que las leyes prescriben (Art. 1570 N° 4 Código Civil 
Ecuatoriano) 
 
 
El contrato se especifica cuando se detalla y en el caso del contrato de promesa de 
celebrar un contrato, su peculiar singularidad identificar de tal manera el contrato a 
celebrarse que solo debe detallarse la fecha y la forma de ejecutarlo, ello no quiere decir, 
significar que el acto jurídico sea idéntico al contrato prometido que basta una simple 
explicación del mismo. 
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Especificar implica señalar todos los elementos de que se compone el contrato, de manera 
que si en el contrato de promesa de compraventa se señalan las obligaciones de una sola 
de las partes, no se estaría detallando el contrato, como por ejemplo el caso que no se 
exprese en la promesa la indicación de linderos y la inscripción de la propiedad. 
 
 
Respecto de la tradición de la cosa, ésta ópera cuando se celebra el contrato definitivo, 
razón por la cual en la promesa debe señalarse que se transferirá el dominio. 
 
 
1.1.4.  Objeto del contrato de promesa 
 
 
El objeto del contrato de promesa de compraventa es que una vez celebrado y 
cumpliendo todos los requisitos contemplados en el Art. 1570 del Código Civil 
ecuatoriano, las partes quedan obligadas a celebrar el contrato definitivo, toda vez que en 
el contrato de promesa existe el principio general “pacta suntservanda”, es decir, los 
pactos o contratos son para cumplirlos, existiendo sanciones a quienes no cumplen con lo 
que sus obligaciones contractuales, ya que de acuerdo al Art. 1561 del Código Civil, todo 
contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes y no puede ser invalidado 
por su consentimiento mutuo o por causas legales. 
 
 
El civilista brasileño Dr. Rogério Marrone de Castro Sampaio, en su obra “Derecho Civil. 
Contratos”, expresa:  
 
 
"El principio de la fuerza obligatoria de los contratos o de las 
convenciones que lleva a la intangibilidad de los contratos es aquel según 
el cual el contrato es ley entre los contratantes (pacta suntservanda). Esto 
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es, que una vez perfeccionado el contrato y reunidos los requisitos de 
validez, las obligaciones generadas deben ser fielmente cumplidas, 
respondiendo el contratante que no cumple, con su propio patrimonio”. 
(Marrone de Castro Sampaio, 1999, pág. 20) 
 
El inciso final del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil, a que se hizo referencia en 
la introducción de esta investigación dispone respecto de la obligación de hacer de 
suscribir un documento que: “Si el hecho consistiere en el otorgamiento y suscripción de 
un instrumento, lo hará la jueza o el juez, el beneficiario y el secretario, en el respectivo 
juicio”. 
 
 
1.1.5. Características del contrato de promesa en el ordenamiento jurídico 
nacional 
 
1.1.5.1. Es  un  contrato 
 
 
El Art. 1454 del Código Civil ecuatoriano dispone, al referirse al contrato, que: 
“Contrato o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, 
hacer o no hacer alguna cosa…”.  
 
 
Esta disposición del Código Civil ecuatoriano incurre en el grave error de incurrir en una 
indebida sinonimia entre los términos “contrato” y “convención”, ya que la convención 
es el género y el contrato la especie. En efecto, la convención es un acuerdo de 
voluntades para crear, modificar o extinguir derechos y obligaciones; en cambio, el 
contrato es un acuerdo de voluntades que tiene como finalidad generar derechos y 
obligaciones. En consecuencia la promesa de celebrar un contrato es un acuerdo de 
voluntades en que nacen para ambas partes obligaciones recíprocas. 
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1.1.5.2. La celebración del contrato prometido queda aplazada para el futuro y 
la promesa es solo su antecedente 
 
 
Con ello queda de manifiesto que la promesa consiste en un contrato preparatorio de un 
contrato posterior, siendo imposible que coexistan ambos contratos, diferenciándose 
absolutamente un contrato de otro, ya que el contrato de promesa contempla una 
obligación de hacer, que es el otorgamiento y suscripción del contrato convenido, en 
cambio, el contrato prometido conlleva la ejecución del hecho convenido, en este caso el 
traspaso del dominio del inmueble prometido vender si se ha pagado el precio. 
 
 
1.1.5.3. Es un contrato solemne 
 
 
El numeral 1 del Art. 1570 del Código Civil ecuatoriano, señala como requisito que el 
contrato de promesa debe constar por escrito y en el caso que se trate de contratos que 
deben otorgarse por escritura pública, el contrato de promesa debe cumplir con la misma 
solemnidad. Tal como se expresó anteriormente, no se admiten los contratos verbales de 
promesa. 
 
 
El contrato solemne es definido en el Art. 1459 del Código Civil señalando esta 
disposición que el contrato es solemne cuando está sujeto a la observancia de ciertas 
formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil. 
 
 
Es preciso señalar que el contrato de promesa de compraventa de bienes raíces debe 
otorgarse por escritura pública, pero esta solemnidad de la escritura pública implica que 
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ésta debe contener todos los requisitos inherentes a esta clase de instrumentos, como la 
fecha de su otorgamiento y que sea autorizada por un Notario Público. 
 
 
Finalmente, puede ocurrir que el contrato prometido sea consensual, pero de conformidad 
al numeral 1° del Art. 1570, el contrato prometido debe ser solemne, puesto que la ley 
exige que conste por escrito. 
 
 
1.1.5.4. El objeto del contrato de promesa es celebrar otro contrato 
 
 
El único propósito de la promesa es la celebración de un contrato futuro y no las 
obligaciones que mediante este último se impondrán a las partes en definitiva, las cuales 
deberán hacerse efectivas una vez que venza el plazo o se cumpla la condición 
establecida en el contrato de promesa. 
 
 
La promesa de compraventa es un contrato donde el promitente vendedor se obliga a 
vender un inmueble por el valor, condiciones o modos pactados, comprometiéndose a 
otorgar la escritura de compraventa, o "escritura definitiva" que obedece al cumplimiento 
íntegro de la obligación en donde el promitente comprador, celebrada la escritura 
definitiva y su posterior inscripción tendrá el derecho real sobre el inmueble transferido. 
 
 
1.1.5.5. El contrato de promesa es un contrato bilateral:  
 
Este contrato es bilateral, porque de acuerdo al Art. 1455 del Código Civil ecuatoriano, 
ambas partes se obligan recíprocamente, la una promete vender y la otra comprar, 
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existiendo, en consecuencia, la obligación de ambas partes de cumplir con el contrato, el 
cual lleva envuelta la condición resolutoria tácita de no cumplirse por una parte lo 
pactado, teniendo el contratante diligente la facultad de pedir la resolución o el 
cumplimiento forzoso del contrato. 
 
 
El contrato de compraventa es negocio jurídico bilateral, por excelencia, pues resulta de 
dos manifestaciones de voluntad distinta pero correlativa, por tradición la expresión 
utilizada de “compraventa” que viene del derecho romano, resalta la bilateralidad 
obligacional. Normalmente, la compraventa corresponde a un contrato de ejecución 
instantánea, cuando la prestación del comprador sucede a la del vendedor, en el mismo 
instante, pero puede asumir características de contrato de ejecución más prolongada, 
destacando que en el caso de la promesa de compraventa constituye una preparación del 
contrato de compraventa definitiva. 
 
 
1.1.5.6. El contrato de promesa es un contrato principal: 
 
 es independiente del contrato prometido y subsiste válidamente cuando se cumplen los 
requisitos que contempla el Art. 1570 del Código Civil. 
 
 
El Dr. René Abeliuk, en su obra “El contrato de promesa” señala que: 
 
 
“La promesa produce efectos por sí sola, independientemente de que el 
contrato definitivo se celebre o no; y así (…) si éste no se otorga y ya no 
puede tener lugar o el acreedor así lo prefiere, y siempre que la falta de 
cumplimiento sea imputable al deudor; el incumplimiento se traduce en la 
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indemnización de perjuicios, como en cualquier otra obligación…”.  
(Abeliuk, 1971, pág. 26) 
 
 
La promesa de compraventa es un contrato principal, ya que tiene vida propia y existe por 
sí sólo, es independiente y autónomo, este contrato preliminar y principal contiene una 
prestación de hacer adjetiva, o sea, de celebrar el contrato definitivo de compraventa, 
pero el proceso de formación del contrato principal ulterior, en nada afecta el carácter de 
principal del contrato de promesa de compraventa, ya que la promesa genera una 
obligación de hacer y el contrato de compraventa obligaciones de dar consistentes en el 
pago total del precio y la tradición de la cosa. 
 
 
1.1.5.7. El contrato de promesa no da derecho para exigir la entrega del 
inmueble prometido vender si la compraventa no se ha perfeccionado en 
forma legal:  
 
solo la compraventa es título traslaticio de dominio, ya que del contrato de promesa solo 
se genera la obligación de celebrar en contrato prometido. 
 
 
Lo anterior es obvio porque mediante la promesa sólo se persigue la celebración del 
contrato de compraventa definitivo, pero si esta última no se ha perfeccionado, mal puede 
exigirse la entrega del inmueble prometido. 
 
 
Determinándose claramente, según expresó el jurista nacional Dr. Juan Larrea Holguín 
que el contrato de promesa de compraventa es un contrato preparatorio absolutamente 
independiente del contrato prometido, este autor, en su obra “Derecho Civil del Ecuador, 
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volumen XII. Contratos. Compraventa, permuta, cesión de derechos, donación”, expresa, 
respecto del incumplimiento del contrato de promesa de compraventa que:  
 
 
“naturalmente, la ejecución de una obligación de hacer queda siempre supeditada 
a que sea posible física y jurídicamente. Si la cosa ha desaparecido, se ha 
extinguido, por ejemplo un terreno por inundación  permanente o por haber salido 
del comercio entonces la obligación de hacer se transforma en obligación de 
indemnizar. Para que se pueda exigir el cumplimiento de la promesa debe, desde 
luego, haberla cumplido el reclamante o estar dispuesto a cumplir por su parte de 
inmediato su propia obligación. Esta deriva del carácter sinalagmático (bilateral) 
de estos contratos en conclusión de estos y otros fallos de la Corte Suprema se 
desprende que se requieren dos condiciones para que pueda exigirse el 
cumplimiento de la promesa. Que la parte reclamante haya cumplido su obligación 
o esté dispuesta a cumplirla de inmediato; que el cumplimiento por parte del 
requerido sea posible legal o físicamente. En caso contrario únicamente se podrá 
probar perjuicios y demandar su indemnización” 
 
 
1.2.  Efectos de la promesa 
 
 
En la promesa bilateral, en el evento de que cualquiera de los promitentes se rehúse a 
celebrar el contrato prometido, su contraparte podrá optar entre el cumplimiento o la 
resolución del contrato con indemnización de perjuicios, lo que se contiene en el Art. 
1505 del Código Civil ecuatoriano, lo que implica que no pueden entablarse 
simultáneamente la acción de cumplimiento de contrato y de resolución del mismo, 
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Igualmente, el Art. 1813 del Código Civil ecuatoriano, contempla la condición resolutoria 
tácita en el contrato de compraventa, existiendo, exactamente la misma opción para pedir 
la resolución o el cumplimiento del contrato. 
 
 
Previo al efecto de la condición resolutoria tácita, está el cumplimiento espontáneo del 
contrato de promesa de compraventa por parte de ambos contratantes, generándose las 
obligaciones recíprocas pactadas.  
 
 
1.2.1. El acreedor pide la resolución del contrato con indemnización de 
perjuicios. 
 
 
Según se deduce del texto del Art, 1505 del Código Civil ecuatoriano, en caso de 
incumplimiento, nace para el contratante que ha cumplido su obligación la acción 
resolutoria. 
 
 
El jurista francés Dr. Henry Capitant define a la resolución del contrato como: 
 
 
“Latín resolutio, de resolvere, etc. I (Der. Civ.) Forma de disolver un contrato por 
inejecución de las condiciones o cargos, con destrucción retroactiva de sus efectos. 
Puede resultar de una cláusula del contrato, o de una decisión judicial, o de la 
ley…”. (Capitant, Vocabulario Jurídico, págs. 488, 489) 
 
 
En los contratos bilaterales, la obligación de una de las partes es la causa de la del otro, 
normalmente, en los contratos bilaterales se verifica una relación de reciprocidad, esto es 
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que las prestaciones contraídas por las partes se miran como equivalentes, y el 
incumplimiento de una parte genera la exceptio de non adimpleti contractus, es decir, la 
excepción de contrato no cumplido. 
 
 
De acuerdo a lo anterior, el presupuesto lógico para la resolución del contrato es la 
inejecución, razón por la cual de conformidad a lo dispuesto en el Art. 1505 del Código 
Civil, el promitente diligente puede pedir el cumplimiento o la resolución del contrato 
con indemnización de perjuicios. 
 
 
El  incumplimiento  del  contrato  por una de las partes, según el civilista español  Dr. 
Mario Clemente Meoro, en su obra “la facultad de resolver los contratos por 
incumplimiento”, expresa que el fundamento de la resolución por incumplimiento es: 
 
 
“un medio de tutela frente a la inejecución (o defectuosa, o tardía ejecución) de la 
prestación. Ante el riesgo de pérdida de la contraprestación el ordenamiento faculta al 
contratante no incumplidor para desligarse de un vínculo del que no ha obtenido la 
ventaja que preveía, de forma que pueda acudir al mercado y buscar formas más 
adecuadas y convenientes para satisfacer sus intereses”. (Meoro, 1989, pág. 89) 
 
 
Nuestro Código Civil se refiere al incumplimiento de las obligaciones que impone el 
contrato en el Art. 1505 que trata la condición resolutoria tácita, cuando dispone: 
 
 
Art. 1505.- [Condición Resolutoria Tácita].- En los contratos bilaterales 
va envuelta la condición resolutoria de no cumplirse por uno de los 
contratantes lo pactado. 
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Pero, en tal caso, podrá el otro contratante pedir, a su arbitrio, o la resolución, o el 
cumplimiento del contrato, con indemnización de perjuicios. 
 
 
El jurista brasileño Dr. Orlando Gomes comentando la disposición equivalente en el 
Código Civil de su país, expresa que: 
 
 
“En los contratos bilaterales la interdependencia de las obligaciones  justifica su 
resolución cuando una de las partes incumple su obligación. En su ejecución, cada 
contratante tiene la facultad de pedir la resolución, si el otro contratante no 
cumple las obligaciones contraídas. Cuando las partes acuerdan las consecuencias 
del incumplimiento es porque han estipulado in pacto comisorio expreso. En caso 
de ausencia de estipulación, tal pacto se presume por la ley que subentiende la 
existencia de la cláusula resolutiva. En este caso se dice que ésta es implícita o 
tácita. (Gómez, 1998) 
 
 
Como puede apreciarse, la resolución ocurre después de la celebración del contrato y 
durante su ejecución, emana del hecho posterior el incumplimiento de una de las partes, 
facultándose al titular de la acción de resolución para interponerla ante el juzgado 
competente, a fin de que se deje sin efecto el contrato por incumplimiento, pudiendo 
también el acreedor diligente, pedir el cumplimiento forzado de la obligación.  
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1.2.2. El contrato de promesa de compraventa y el pacto comisorio simple y 
calificado y la condición resolutoria tácita 
 
 
El Código Civil Ecuatoriano se refiere al pacto comisorio en el Párrafo 10º del Título 
XXII del Libro IV del Código Civil. Este pacto comisorio reviste los caracteres de pacto 
comisorio simple y calificado según disponen los Arts. 1817 a 1820 del referido código. 
 
 
1.2.1.1. Pacto Comisorio Simple 
 
 
El pacto comisorio simple, según el civilista chileno Dr. René Abeliuk:  
 
 
“se limita a reproducir el Art. 1.505 Código Civil ecuatoriano y estipular, en 
consecuencia, que el contrato se resolverá en el caso de que alguna de las partes 
no cumpla lo pactado (…) El pacto comisorio simple no difiere mayormente de la 
condición resolutoria tácita, y en consecuencia, como ésta, requiere de sentencia 
judicial que declare la resolución, y el deudor puede pagar en el curso del 
juicio”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 493)  
 
 
Los artículos 1817 y 1818 del Código Civil Ecuatoriano se refieren a este pacto y 
disponen: 
 
 
Art. 1817.- [Pacto comisorio simple].- Por el pacto comisorio se estipula 
expresamente que no pagándose el precio al tiempo convenido, se resolverá el 
contrato de venta. 
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Entiéndase siempre esta estipulación en el contrato de venta: y cuando se expresa, toma 
el nombre de pacto comisorio, y surte los efectos que van a indicarse. 
 
 
Art. 1818.-    [Efectos. Elección de acciones].- Por el pacto comisorio no se 
priva al vendedor de la elección de acciones que le concede el artículo 1813. 
 
 
El Art. 1813 se refiere a la condición resolutoria tácita también contemplada en el Art.  
1505 y que dispone: 
 
 
Art. 1813.- [Condición resolutoria tácita].- Si el comprador estuviere constituido 
en mora de pagar el precio en el lugar y tiempo dichos, el vendedor tendrá 
derecho para exigir el precio, o la resolución de la venta, con resarcimiento de 
perjuicios.   
 
 
De acuerdo a lo expuesto, el pacto comisorio, cuando se contiene expresamente en el 
contrato de promesa de compraventa o en el contrato de compraventa por los 
contratantes, funciona como una condición resolutoria expresa, operando en este caso de 
pleno derecho, por estar inserto en el contrato, y de no haberse pactado este pacto, por el 
simple hecho de tratarse de un contrato bilateral tiene, por disposición de la ley, insertada 
la condición resolutoria tácita.  
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1.2.1.2. Pacto Comisorio Calificado 
 
 
El Art. 1819 del Código Civil ecuatoriano se refiere al pacto comisorio calificado, el cual 
opera en el contrato de compraventa, cuando expresa: 
 
 
Art. 1819.-  [Pacto comisorio calificado].- Si se estipula que por no pagarse el 
precio al tiempo convenido, se resuelva ipso facto el contrato de venta, el 
comprador podrá, sin embargo, hacerlo subsistir, pagando el precio, lo más 
tarde, en las veinticuatro horas subsiguientes a la notificación judicial de la 
demanda. 
 
 
En el pacto comisorio calificado existe una especial situación, ya que si bien el Art. 1819 
del Código Civil ecuatoriano establece que si no se paga el precio se resolverá el contrato 
ipso facto, si el comprador paga el precio a las veinticuatro horas subsiguientes a la 
notificación judicial de la demanda, el contrato subsiste. 
 
 
En efecto, el civilista chileno Dr. Carlos Pizarro Wilson, en su artículo “Las cláusulas 
resolutorias en el Derecho Civil chileno”, expresa al respecto: 
 
 
“Sabido es que el Código de Bello no estableció un régimen general para la 
cláusula resolutoria o pacto comisorio. El artículo 1919 Código Civil Ecuatoriano  
consagra una norma especial para el pacto comisorio en la compraventa y en 
relación al incumplimiento de la obligación de pagar el precio.  En este artículo, el 
codificador altera la voluntad pactada en el contrato impidiendo el efecto 
resolutorio de pleno derecho. Se le reconoce al comprador la facultad de enervar 
la acción resolutoria en las 24 horas siguientes a la notificación de la demanda. 
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Aquí radica un claro ejemplo de la revisión judicial del contrato. A pesar de la 
voluntad de las partes de poner término inmediato al contrato, el artículo 1919 
(del Código Civil Ecuatoriano) exige que el vendedor demande la resolución del 
contrato. Para la interpretación tradicional del precepto se entiende que las 24 
horas es un “plazo de gracia” otorgado al comprador en atención a la 
importancia económica de la compraventa. Por lo mismo se trataría de una regla 
no disponible para las partes”. (Pizarro Wilson, 2006, pág. 4) 
 
 
Como señala el invocado jurista, pese a pactarse que el contrato terminará “·ipso facto”, 
se permite un plazo de gracia, cual es el que el comprador pague el precio hasta 
veinticuatro horas después de ser notificado (citado judicialmente de acuerdo a nuestro 
Código de Procedimiento Civil) de la demanda. El caso es que el deudor pagará con 
bastante retraso su deuda, ya que entre la presentación de la demanda, su calificación y 
citación, por lo general se está hablando de 45 a 60 días. 
 
En materia de contrato de promesa de compraventa el pacto comisorio calificado no 
procede, porque esta institución se refiere expresamente a la compraventa. 
 
 
1.2.1.3. Condición Resolutoria Tácita 
 
 
El jurista nacional Dr. Jaime Roldós Garcés, al referirse a la condición resolutoria tácita 
expresa: 
 
“La condición resolutoria tácita para el caso de que el comprador no pagare el precio y 
el derecho que adquiere el vendedor para exigir la devolución del precio o la resolución 
de la venta con resarcimiento de perjuicios. Las partes gozan en lo demás de plena 
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voluntad para incluir en el contrato de compraventa las cláusulas y condiciones que 
tengan convenientes siempre que no sean contrarias a las leyes, a la moral o al orden 
público y en la complejidad de circunstancias y de elementos y situaciones que pueden 
presentarse en la celebración de los contratos de ventas de inmuebles se pueden 
estipular pactos o contratos que le accedan pero que tengan relación con el mismo, como 
por ejemplo, la estipulación de la causa especial de que no pagándose el precio al 
tiempo con venido se resolverá el contrato de venta, lo cual según nuestra Legislación se 
llama Pacto Comisorio: o la estipulación, mediante la cual el vendedor se reserva la 
facultad de recobrar la cosa vendida entregando al comprador la cantidad determinada 
que se estipulare o a falta de estipulación, lo que haya costado el inmueble, lo que se 
llama Pacto de Retroventa”. (Roldós Garcés, 2013, pág. 1)  
 
 
La doctrina comparada también se refiere a la condición resolutoria tácita, como ocurre 
con el jurista chileno Dr. René Abeliuk en su obra “Las obligaciones”, la define como: 
 
 
“aquella que va envuelta en todo contrato bilateral, y en que el hecho futuro 
e incierto que puede provocar la extinción del derecho de una de la partes es 
el incumplimiento de sus obligaciones. La condición resolutoria tácita se 
funda en la falta de cumplimiento por el deudor. El incumplimiento 
imputable de éste da un derecho alternativo al acreedor, o exigir el 
cumplimiento o pedir la resolución, y en ambos casos, justamente porque la 
falta de pago obedece a dolo o culpa del deudor, además la indemnización 
de perjuicios”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 411) 
 
 
Conforme lo dispone el Art. 1505 del Código Civil en la condición resolutoria tácita se 
está frente a un evento futuro e incierto que se produce por el incumplimiento que alguna 
de las partes contrajo en el contrato bilateral, en este caso del contrato de promesa de 
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compraventa, de acuerdo a lo expuesto, para que opere la condición resolutoria tácita se 
requiere: a) Existencia de un contrato bilateral, exigencia que se contiene en la citada 
disposición; b)  Incumplimiento imputable de la obligación por una de las partes del 
contrato bilateral, al no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado debe mediar 
intención de incumplimiento por parte del deudor, ya que en caso alguno el 
incumplimiento debe haberse producido por fuerza mayor o caso fortuito; c) El 
demandante de la resolución debe haber cumplido su propia obligación o estar dispuesto 
a cumplirla, ya que si el demandante no hubiese cumplido su obligación operaría la 
excepción de contrato no cumplido y d) La resolución debe ser declarada por sentencia 
judicial. 
 
 
1.2.1.4. Diferencias entre la condición resolutoria tacita y el pacto comisorio 
simple 
 
 
 
Condición Resolutoria Tácita Pacto Comisorio Simple 
Se refiere a cualquiera de las prestaciones 
pactadas, precio o cosa 
Se refiere sólo al incumplimiento en el 
pago del precio en un contrato de 
compraventa 
Se refiere a toda clase de contratos 
bilaterales 
Se refiere sólo al incumplimiento en el 
pago del precio en un contrato de 
compraventa 
Concede al contratante cumplido la 
elección de acciones de que hablan los 
artículos 1505 y 1813 del Código Civil. 
Sólo se tiene derecho a la resolución y no 
al cumplimiento del contrato (artículo 1817 
del Código Civil). 
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Prescribe de acuerdo con los principios 
generales del Art. 2392  o en las 
condiciones estipuladas por las partes 
De acuerdo al Art. 1820 del Código Civil, 
el pacto comisorio prescribe en el plazo 
prefijado por las partes, si no pasare de 
cuatro años. Transcurridos estos cuatro 
años, prescribe necesariamente, sea que se 
haya estipulado un plazo más largo o 
ninguno.   
 
 
1.2.1.5. Diferencias entre la condición resolutoria tacita y el pacto comisorio 
calificado 
 
 
Condición Resolutoria Tácita Pacto Comisorio Calificado 
Se refiere a cualquiera de las prestaciones 
pactadas, precio o cosa 
 
Se refiere sólo al incumplimiento en el 
pago del precio en un contrato de 
compraventa 
Se refiere a toda clase de contratos 
bilaterales 
 
Se refiere sólo al incumplimiento en el 
pago del precio en un contrato de 
compraventa 
Opera por sentencia judicial 
 
Opera ipso jure después de 24 horas de la 
citación judicial de la demanda. 
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1.2.3.   El contrato de promesa de compraventa y la cláusula penal 
 
 
El Art. 1551 del Código Civil ecuatoriano, define expresamente a la cláusula penal, 
cuando dispone: 
 
 
Art. 1551.- [Definición].- Cláusula penal es aquella en que una persona, para 
asegurar el cumplimiento de una obligación, se sujeta a una pena, que consiste 
en dar o hacer algo en caso de no cumplir la obligación principal, o de retardar 
su cumplimiento. (Código Civil, 2012, pág. 546) 
 
 
La cláusula penal es una pena convencional accesoria establecida para quien no cumpla o 
retarde, sin causa justificada, las obligaciones pactadas en un contrato. Ésta puede ser 
acordada para el caso en que el deudor deje de cumplir totalmente su obligación, 
recibiendo la denominación de cláusula penal compensatoria y para el caso que la retrase, 
la cual se denomina moratoria, precisando ambas de la constitución en mora del deudor 
para poder exigirla, teniendo ambas la característica de ser una avaluación anticipada de 
perjuicios. 
 
 
La finalidad última de la pena convencional es que ésta funciona como garantìa frente al 
incumplimiento de una de las partes debido a la liquidaciòn anticipada de pérdidas y 
daños en caso de incumplimiento de una obligación, de defectuoso o de retraso en el 
cumplimiento. 
 
 
El jurista español de principios del siglo pasado Dr. José María Manresa y Navarro, en su 
obra “Comentarios al Código Civil español”, al referirse a la cláusula penal, expresa: 
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“Cualquiera que sea la modalidad que se adopte, la cláusula penal viene así a 
sumarse a otras alternativas que brinda el mundo del derecho para la consecución 
de un mismo interés jurídico y económico, como es el recurso a distintas formas de 
garantía real o personal que sirven precisamente para asegurar el cumplimiento 
de una obligación principal, si bien en estos casos con el inconveniente añadido 
para el deudor de que se otorga al acreedor una preferencia para la realización de 
su crédito a costa de un bien específico, bien del propio deudor, bien de un tercero 
(en el caso de la hipoteca inmobiliaria); o de que se cede la posesión de un objeto 
mueble, también del deudor o de un tercero, a dicho acreedor con la doble 
finalidad coactiva y satisfactoria de la obligación que viene a asegurar (en el caso 
de la prenda con desplazamiento); o de que se da entrada a terceras personas 
como garantes del cumplimiento puntual y exacto de la obligación del deudor en 
calidad de fiadores o avalistas, facultando al acreedor, en caso contrario, para 
dirigirse contra la persona del fiador de forma solidaria o subsidiaria a resultas 
de la modalidad de fianza que se haya podido convenir. También el mayor 
aseguramiento de la obligación principal puede alcanzarse, brindando al acreedor 
mecanismos procesales más ventajosos para reclamar la satisfacción de su crédito, 
simplificando la tramitación o dispensándole de la carga de la prueba para ciertos 
aspectos”.  (Manresa y Navarro, 1907, pág. 237) 
 
 
Conforme expresa el civilista español invocado, la cláusula penal, también denominada 
pena convencional o multa contractual, es una cláusula accesoria que tiene por objeto el 
resarcimiento económico del contratante diligente, generalmente fijada en dinero, aunque 
podría configurarse, igualmente, con la entrega de una cosa o una acción o abstención de 
un hecho u otro bien pecuniariamente estimable en dinero en el caso de incumplimiento 
de la obligación principal. 
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Conforme lo expuesto existen dos clases de cláusulas penales, la cláusula penal 
compensatoria y la moratoria: a) La cláusula penal tiene el carácter de compensatorio en 
el caso que exista un total incumplimiento del contrato de promesa de compraventa, 
siendo el objeto de esta indemnización ofrecer al acreedor una alternativa, a título de 
pena anticipada convencional, para exigir el cumplimiento de la obligación y b) La 
cláusula penal moratoria, en cambio, tiene como objeto penar el retardo en el 
cumplimiento de la obligación, teniendo el acreedor derecho a pedir el cumplimiento de 
la obligación conjuntamente con la multa cuya finalidad es suplir las consecuencias de la 
ausencia de cumplimiento oportuno. 
 
 
1.2.4.  La exceptio de non adimpleti contractus o excepción de contrato no 
cumplido 
 
 
La exceptio de non adimpleti contractus o excepción de contrato no cumplido se consagra 
en el Art. 1568 del Código Civil ecuatoriano, que establece: 
 
 
Art. 1568.- [Mora en los contratos bilaterales].- En los contratos bilaterales 
ninguno de los contratantes está en mora, dejando de cumplir lo pactado, 
mientras el otro no lo cumple por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma 
y tiempo debidos. 
 
 
El civilista italiano Dr. Francesco Messineo, al referirse a esta excepción, en su obra 
“Doctrina general del contrato”, expresa:  
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“La excepción de incumplimiento – que puede hacerse valer solamente en el 
contrato con prestaciones recíprocas y no en el contrato con prestación de una 
sola parte ni tampoco en el contrato llamado sinalagmático imperfecto – consiste 
en la posibilidad de que un contratante se abstenga (legítimamente) de cumplir (es 
decir, suspenda) la prestación, si el otro no cumpliese (o no ofreciese cumplir) 
simultáneamente la suya, salvo que para el cumplimiento de ambas prestaciones 
las partes hubiesen establecido términos distintos o que éstas resultaren de la 
naturaleza del contrato (…) La parte que se excepciona, además de substraerse 
legítimamente (aunque sea en forma provisional) al deber de cumplir a su vez 
queda asimismo eximida de las consecuencias de su incumplimiento (voluntario), 
esto es, escapa a la posibilidad de sufrir la ejecución forzada a la compensación y 
a los intereses moratorios”. (Messineo, 1952 , pág. 431) 
 
 
Se deduce  de lo expuesto por el autor italiano que el fundamento de esta excepción es la 
equidad, con la salvedad que en los contratos debe consignarse con certeza la cronología 
de las respectivas obligaciones, ya que si no existe simultaneidad de las mismas no es 
posible la existencia de esta excepción.   
 
 
Por su parte, la civilista brasileña Dra. María Helena Diniz, al referirse a la excepción de 
incumplimiento de contrato, señala: 
 
 
"La exceptio de non adimpleti contractus” es una defensa oponible por el 
contratante demandado contra el contratante incumplido, en donde el demandado 
se rehúsa a cumplir su obligación alegando que el demandante tampoco ha 
cumplido con sus obligaciones, dado que todo contratante está sujeto al estricto 
cumplimiento  del contrato. De esta forma, si uno de ellos no lo cumple, el otro 
tiene derecho a oponer la exceptio de non adimpleti contractus, si la ley o el 
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propio contrato no determinan a quien compete, en primer lugar, el cumplimiento 
de la obligación”. (Diniz, 2007, pág. 118) 
 
 
La exceptio non adimpleti contractus se puede oponer en un proceso judicial, esto quiere 
decir que para que ésta se interpuesta en la contestación de la demanda, debe pedirse el 
cumplimiento del contrato por una de las partes del mismo, produciendo como efecto la 
paralización del juicio, debiendo las prestaciones deben ser simultáneas.  
 
 
1.2.5.  Condiciones necesarias para demandar la resolución del contrato 
de promesa. 
 
 
Las condiciones necesarias para demandar la resolución del contrato de promesa se 
generan por el incumplimiento de una de las partes de sus obligaciones, es decir que haya 
incurrido en mora uno de los contratantes y que haya sido requerido de cumplimiento, 
porque la promesa está sujeta a un plazo o condición, de conformidad al numeral 3º del 
Art. 1570 del Código Civil ecuatoriano, destacando que los presupuestos para la 
prosperidad de la acción resolutoria en el contrato de promesa de compraventa son:a) la 
existencia de un contrato bilateral válido, en este caso de promesa de compra venta; b) 
incumplimiento del demandado, total o parcial de las obligaciones que para él generó el 
pacto; y, c) que el demandante, por su parte, haya cumplido los deberes que le impone la 
convención, o cuando menos que se haya allanado a cumplirlos en la forma y tiempo 
debidos. 
 
 
Sin embargo, de conformidad a jurisprudencia de triple reiteración, se puede cumplir el 
contrato hasta antes que se dicte sentencia con autoridad de cosa juzgada en la causa. 
 
 42 
 
 
 
“Cuando se propone la acción resolutoria tácita, hasta que se haya dictado una 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada el demandado puede cumplir 
siempre y cuando el actor quede indemne:…tratándose de la condición resolutoria 
tácita, la regla general es que únicamente cuando se ha ejecutoriado la sentencia 
que declara la resolución del contrato ya no le será posible al deudor demandado 
realizar el cumplimiento, porque «la equidad, el orden jurídico empeñado en la 
subsistencia y realización de los contratos antes que en su nulidad o 
desaparecimiento, exige que la resolución no se verifique sino después del examen 
prolijo hecho por el juez, a fin de conocer si la parte que invoca la resolución ha 
cumplido sus obligaciones.»”. 1 
 
 
1.2.6.   La constitución en mora del deudor en la promesa de contrato 
 
 
El Art. 1573 del Código Civil ecuatoriano se refiere desde qué momento se debe la 
indemnización de perjuicios, cuando dispone: 
 
 
Art. 1573.- [Efectos de la mora o la contravención. Indemnización de 
perjuicios].- Se debe la indemnización de perjuicios desde que el deudor se ha 
                                                     
1
JURISPRUDENCIA DE TRIPLE REITERACIÓN: XXV.A.- Resolución No. 20-99, R. O.  142 
de 5 de marzo de 1999, juicio verbal sumario No. 233-96 por cumplimiento de promesa de 
compraventa, César Arturo Velásquez Cevallos y otra contra José Rafael Sambache Albuja y 
otra; XXV.B.- Resolución No. 133-99, R. O. No. 162 de 5 abril 1999, Juicio verbal sumario No. 
395-96 por resolución de contrato de promesa de compraventa, Amparo Páez Taco contra Edgar 
Llovani Sotomayor. XXV.C.- Resolución No. 439-00, R. O. 281 de 9 marzo 01, Juicio verbal 
sumario No. 63-98 por pago de cláusula penal e indemnización de perjuicios, Fernando 
Peñaherrera Andrade y otra contra Ana Fabiola Hurtado Gómezjurado y otros. Y XXV. D. 
Resolución No. 385-2001, R. O. 521 de 25-feb-02, Juicio ordinario No. 195-2001 por resolución 
de contrato de promesa de compraventa, Eduardo Avilés Avilés y otra contra Galo Arcos Macías. 
Gaceta Judicial Serie VIII No. XIII pág. 1290  
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constituido en mora, o, si la obligación es de no hacer, desde el momento de la 
contravención. (Código Civil, 2012, pág. 554). 
 
 
Por mora se entiende, según expresa el jurista francés Dr. Henry Capitant: 
 
 
“Estado en que se halla el deudor tardío en el cumplimiento de su obligación, a 
partir del momento en el que el acreedor le intima para que la cumpla. El deudor 
moroso debe los daños e intereses y soporta la carga de los riesgos. Hay casos en 
que la mora tiene lugar de pleno derecho; convención de las partes, obligación 
delictual, violación de una obligación de no hacer, etc.” (Capitant, Vocabulario 
Jurídico, 1981, pág. 379) 
 
 
El Art. 1567 del Código Civil ecuatoriano, especifica cuándo el deudor se constituye en 
mora, cuando dispone: 
 
 
Art. 1567.- [Mora debitoria].- El deudor está en mora: 
 
1º.  Cuando no ha cumplido la obligación dentro del término estipulado, salvo que 
la ley en casos especiales exija que se requiera al deudor para constituirle en 
mora; 
 
2º.  Cuando la cosa no ha podido ser dada o ejecutada sino dentro de cierto 
especio de tiempo, y el deudor lo ha dejado pasar sin darla o ejecutarla; 
 
3º. En los demás casos, cuando el deudor ha sido judicialmente reconvenido por el 
acreedor. (Código Civil, 2012, pág. 551) 
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Basado en la disposición anteriormente transcrita, el jurista chileno Dr. Gonzalo Figueroa 
Yáñez conceptúa a la mora como: 
 
 
“Concepto de la mora del deudor: a) La mora es el retardo culpable en que 
incurre el deudor en el cumplimiento de la obligación que se ha impuesto, Dicho 
estado legal se constituye en los casos y condiciones establecidos en el artículo 
1551 (Art. 1567 del Código Civil ecuatoriano) y trae siempre consigo la 
responsabilidad de indemnizar los daños y perjuicios que haya sufrido el acreedor, 
salvas las excepciones previstas por la ley; b) La mora del deudor consiste en el 
retardo en el cumplimiento de sus obligaciones más allá del plazo estipulado o que 
se derive de la naturaleza de las mismas, o después de haber sido judicialmente 
reconvenido por su acreedor. La regla general es que la mora se produzca por 
reconvención del acreedor, y la excepción, por alguno de los otros medios. 
Cualquiera de los tres medios presupone la voluntad expresa o tácita del acreedor. 
Si bien es necesario que se produzca una actitud de rebeldía del deudor, ella por sí 
sola no constituye  éste en mora; es preciso, además, que intervenga una 
manifestación de libertad anticipada o ulterior, real o presunta de parte del 
acreedor”. (Figueroa, 1997, pág. 236). 
 
 
Analizadas las causales que constituyen al deudor en mora, la causal primera al señalar la 
expresión “´termino”, quiere dar a entender que se requiere de un “plazo”, es decir, que el 
deudor no haya cumplido la obligación dentro de un lapso determinado.  
 
 
Respecto de la causal segunda del Art. 1567 del Código Civil ecuatoriano,  se  requiere 
que en el contrato de promesa se haya fijado un espacio de tiempo, el cual no fue 
cumplido por el deudor que dejó pasar sin cumplir su obligación, determinación que 
corresponde a los jueces. 
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Respecto de la causal tercera, referente a la reconvención del deudor, ésta es la causal 
aplicable al contrato de promesa de compraventa, ya que el deudor incurre en mora, 
cuando no suscribe el contrato prometido dentro del lapso fijado por las partes, 
constituyéndose éste en mora con la citación de la demanda, y como manifiesta el jurista 
chileno Dr. Juan Francisco Guerrero del Pozo, citando jurisprudencia de la Tercera Sala 
de la Corte Suprema de dicho país, cuando expresa: 
 
 
“Sin importar si esta busca la resolución, el incumplimiento, una indemnización, o 
simplemente constituir en mora al deudor, en otras palabras, sin importar el objeto 
de la acción, ya que uno de los efectos de la citación, es precisamente constituir en 
mora al deudor (…) la promesa de celebrar un contrato de compraventa, relativo a  
bien  raíz,  es  de  aquellos contratos sinalagmáticos perfectos que, para que el 
deudor caiga en mora,  ha  de  ser  reconvenido  judicialmente  por  su  contra-
parte acreedora. En este tipo de obligaciones contractuales, advenido el día de  
vencimiento  no  surte  el  efecto  inmediato  de  la  mora ”. (Guerrero del Pozo, 
2013, pág. 14) 
 
 
En consecuencia, el deudor de un contrato de promesa de compraventa sólo se 
constituye en mora cuando es reconvenido judicialmente por el acreedor, es decir, 
cuando se le demanda, sin importar que la acción busque la resolución, el 
incumplimiento, constituirlo en mora o solicitar una indemnización.  
 
 
Respecto de la reconvención, los juristas colombianos Dres. José Alberto Gaitán 
Martínez y Fabricio Mantilla Espinosa, en su obra titulada “La terminación del 
contrato”, señalan que: 
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“La reconvención judicial es el requerimiento que hace el acreedor a su 
deudor a través de un juez para que éste pague la obligación incumplida, de 
tal forma que el deudor sólo estará constituido en mora desde el momento en 
que esa reconvención judicial se produce. Como la reconvención judicial 
tiene el propósito comunicarle al deudor que su acreedor está recibiendo un 
perjuicio derivado de su incumplimiento culposo, será desde ése momento, y 
no antes, que el deudor quedará constituido en mora”. (Gaitán Martínez & 
Mantilla Espinosa, 2007, pág. 156) 
 
 
Como puede apreciarse, la regla general en el contrato de promesa de compraventa es 
que la mora se produce por reconvención judicial que el acreedor hace al deudor, de 
conformidad al numeral 3º del Art.  1567 del Código Civil ecuatoriano. 
 
 
1.3. La acción resolutoria 
 
1.3.1. Concepto de acción resolutoria 
 
 
El civilista francés Dr. Henry Capitant, en su obra “Vocabulario Jurídico” define a la 
acción resolutoria como: 
 
 
“[Résolution] Latín resolutio, de resolveré, resolver, etc. I (Der. Civ.) Forma de 
disolver un contrato por inejecución de las condiciones o cargos, con destrucción 
retroactiva de sus efectos. Puede resultar de la cláusula de un contrato, o de una 
decisión judicial, o de la ley”. (Capitant, Vocabulario Jurídico, 1981, págs. 
488,489) 
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Esta acción es la que nace de la condición resolutoria tácita y que se refiere a una de las 
opciones a que hace referencia el Art. 1505 y 1813 del Código Civil ecuatoriano, y 
consiste en la opción que tiene una de las partes en un contrato bilateral cuando éste 
cumple sus obligaciones y opta por poner fin al contrato mediante una demanda judicial 
interpuesta contra el otro contratante que no cumplió con sus obligaciones. 
 
 
Respecto de esta acción, el civilista chileno Dr. Gonzalo Figueroa Yáñez señala que: 
 
 
“Las acciones acordadas por el artículo 1813 (del Código Civil ecuatoriano)  
para demandar el precio de lo vendido o la resolución del contrato, son 
alternativas y no se pueden entablar juntamente, siendo por el contrario forzoso 
optar por una de las dos, sin que sea lícito tampoco abandonar la elegida y volver 
sobre la otra. Este carácter contrario de ambas acciones no nace sólo del citado 
artículo 1813, que las concede disyuntivamente, sino también de la naturaleza de 
ellas mismas, pues por la resolución se propende a la disolución del pacto, y, por 
la otra, se obre en sentido opuesto, dándole consistencia y deduciendo de su 
validez la cobranza del precio”. (Figueroa, 1997, pág. 364) 
 
 
En consecuencia, de acuerdo a lo expuesto por el jurista invocado, estas acciones no 
pueden interponerse conjuntamente o una en subsidio de la otra, se debe, 
necesariamente, optar por la resolución o el cumplimiento del contrato.  
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1.3.2. Características de la acción resolutoria 
 
1.3.2.1. La acción resolutoria es personal 
 
 
Las acciones personales, de conformidad a la parte final del Art. 596 del Código Civil, 
nacen de los derechos personales, según señala la referida disposición, que expresa: 
 
 
Art. 596.- [Derechos personales].- Derechos personales o créditos son los que 
sólo pueden reclamarse de ciertas personas que, por un hecho suyo o la sola 
disposición de la ley, han contraído las obligaciones correlativas; como el que 
tiene el prestamista contra su deudor, por el dinero prestado, o el hijo contra el 
padre por alimentos. De estos derechos nacen las acciones personales. (Código 
Civil, 2012, pág. 220) 
 
 
El jurista francés Dr. Henry Capitant define a la acción personal como: 
 
 
“Acción por la cual se demanda el reconocimiento o protección de un derecho 
personal, cualquiera sea su fuente: contrato, cuasicontrato, delito o cuasidelito. 
Tiende al cumplimiento de una obligación. La acción es personal mobiliaria si el 
derecho personal ejercido recae sobre un mueble; ej: la acción para el pago de un 
crédito. Es personal inmobiliaria, si el derecho personal ejercido recae sobre un 
inmueble; ej: la acción para la entrega de tantas hectárea de tierra en un terreno 
de colonización”. (Capitant, Vocabulario Jurídico, 1981, pág. 14) 
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La acción resolutoria que nace por el incumplimiento una de las partes del contrato 
de promesa de compraventa y que corresponde al contratante diligente para 
solicitar la resolución del contrato. 
 
 
1.3.2.2. La acción resolutoria es patrimonial 
 
 
El jurista chileno Dr. René Abeliuk señala que: “La acción resolutoria es una acción 
netamente  pecuniaria,  susceptible  de  expresarse  el  dinero,  puesto  que persigue 
dejar sin efecto un contrato patrimonial”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 429) 
 
 
1.3.2.3. La acción resolutoria es renunciable 
 
 
El acreedor puede renunciar a interponer la acción resolutoria ya que la renuncia de ésta 
no está prohibida, rigiendo en plenitud el Art. 11 del Código Civil, que expresa: 
 
 
Art. 11.- [Derechos renunciables].- Podrán renunciarse los derechos conferidos 
por las leyes, con tal que miren al interés individual del renunciante y que no esté 
prohibida su renuncia. 
 
 
Gonzalo Figueroa Yáñez se refiere a este carácter manifestando que la renuncia tiene un 
carácter unilateral, cuando expresa: 
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“Unilateralidad de la renuncia.- Para que la renuncia de derechos surja a la 
vida jurídica con toda su eficacia, basta la sola voluntad del titular del 
derecho, ya que éste se desprende únicamente de una facultad o beneficio 
que la ley le reconoce o concede, como se deduce del espíritu general que 
informa nuestra legislación, especialmente patente en el contenido del 
artículo 11 del Código Civil ecuatoriano. La calidad de abdicativa de la 
renuncia elimina toda posibilidad de que ella requiera el consentimiento de 
otra persona, ya que en abstracto, el único resultado que se persigue al 
efectuar una renuncia, es el de hacer salir o extinguir del patrimonio del 
titular el derecho sobre que ella versa” (Figueroa, 1997, pág. 94). 
 
 
La resolución mira al interés individual del acreedor razón por la cual éste puede 
renunciar a la acción resolutoria. 
 
 
1.3.2.4. Es transferible y transmisible 
 
El jurista René Abeliuk, al referirse al carácter transferible y transmisible implica que: 
“podrán deducirla los herederos y cesionarios del acreedor, y deberán soportarla los 
herederos del deudor, todo ello de acuerdo a las reglas generales, a las cuales no hay 
excepción alguna”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 433) 
 
 
1.3.2.5. Es prescriptible 
 
 
La acción resolutoria que emana de la condición resolutoria tácita, prescribe de acuerdo 
con los principios generales del Art. 2392 del Código Civil ecuatoriano o en las 
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condiciones estipuladas por las partes; en cambio la acción resolutoria que emana del 
pacto comisorio, de conformidad al Art. 1820 del Código Civil de nuestro país, prescribe 
en el plazo prefijado por las partes, si no pasare de cuatro años. Transcurridos estos 
cuatro años, prescribe necesariamente, sea que se haya estipulado un plazo más largo o 
ninguno.  
 
 
1.3.2.6. Puede ser mueble o inmueble, según el objeto de que se trate 
 
 
René  Abeliuk señala  que: “Aplicando la regla general del Art.  597 del Código Civil 
Ecuatoriano, la acción resolutoria será mueble o raíz, según lo sea la cosa en que 
recaiga”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 434) 
 
 
1.3.2.7. Es indivisible 
 
 
René Abeliuk señala que la indivisibilidad se manifiesta en dos sentidos: 
 
 
“a) Objetivamente, porque el acreedor no podría pedir en parte el cumplimiento y 
en el resto la resolución, y b) Subjetivamente, porque siendo varios los acreedores, 
todos ellos deben ponerse de acuerdo para pedir el cumplimiento o la resolución, y 
siendo más de uno el deudor no podría el acreedor exigir a uno el cumplimiento y 
a otro la resolución”. (Abeliuk Manasevich, 1993, pág. 434) 
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1.3.3.  Efectos de la acción resolutoria 
 
 
La resolución del contrato de compraventa se produce por incumplimiento de una 
de las partes ocurrida con posterioridad a su celebración, extinguiéndose las 
obligaciones con carácter retroactivo, respecto del cual, el jurista argentino Dr. 
Jorge Lavalle Cobo  expresa: “Ante la resolución contractual las obligaciones se 
extinguen con carácter retroactivo, es decir que sus efectos se producen ex tunc, 
volviendo las cosas al estado en que se hallaban antes de la celebración del 
contrato”. (Lavalle Cobo & Otros, 1984, pág. 823) 
 
 
Pero como la resolución del contrato requiere de sentencia judicial, acogida la demanda, 
se declarará resuelto el contrato, extinguiéndose el contrato y retrotrayéndose el estado de 
las cosas a un estado jurídico anterior al que se encontraban  antes de la celebración del 
contrato. 
 
 
1.3.4. Aspectos procesales de la acción resolutoria. Tramitación judicial de la   
acción resolutoria 
 
 
Atendido que la acción resolutoria tiene como objeto, según su definición, dejar sin 
efecto el contrato de promesa de compraventa por incumplimiento de una de las partes, 
este incumplimiento, debe declararse judicialmente mediante la tramitación de un juicio 
ordinario porque no opera ipso jure. 
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De conformidad a los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil ecuatoriano, ante el 
incumplimiento del contrato de promesa de compraventa nace para el contratista diligente 
la opción para pedir la resolución o el cumplimiento del contrato, la acción resolutoria 
deberá materializarse en una demanda ordinaria en donde se pretende resolver o dejar sin 
efecto el contrato prometido por incumplimiento del mismo, debiendo la sentencia 
declarar dicho incumplimiento. 
 
 
Nuestro Código de Procedimiento Civil no define qué se entiende por juicio ordinario, 
pero en términos generales se entiende que el juicio ordinario es un procedimiento de 
carácter civil contencioso que puede ser declarativo, constitutivo o de condena y se aplica 
en todas aquellas gestiones, trámites y actuaciones que no tengan una regla especial 
diversa. 
 
 
Atendido que no existe un juicio especial para pedir la resolución  de un contrato, rigen 
las normas del juicio ordinario, ya que en ningún artículo del Código de Procedimiento 
Civil ecuatoriano, se señala que la acción resolutoria se tramitará de modo diverso.  
 
 
1.3.4.1. Juicio Ordinario Civil de Primera Instancia 
 
1.3.4.1.1. Demanda 
 
 
El juicio ordinario comienza con la demanda en la cual el demandante ejerce la acción 
resolutoria.  
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El Art. 66 de nuestro Código de Procedimiento Civil define a la demanda, como sigue: 
 
 
Art. 66.- [Definición de demanda].- Demanda es el acto en que el demandante 
deduce su acción o formula la solicitud o reclamación que ha de ser material 
principal del fallo. 
 
 
La acción es un derecho público subjetivo, abstracto y previsto constitucionalmente para 
provocar el ejercicio de la jurisdicción, la forma de ejercer el derecho a la acción es por 
medio de la demanda, la cual se concibe como el ejercicio del derecho de acción por 
medio del cual se deduce una pretensión ante un órgano jurisdiccional.  
 
 
Dentro de todos estos conceptos procesales correlacionados entre sí, el derecho abstracto 
de acción se consolida mediante la demanda que se interpone ante un órgano que detente 
poder de jurisdicción,  el cual es ejercido mediante un proceso mediante el cual se obtiene 
la prestación efectiva de tutela jurisdiccional. 
 
 
Para presentar la demanda, debe cumplirse con los requisitos y contenidos que señalan 
los Arts. 67 y 68 del Código de Procedimiento Civil que disponen: 
 
 
Art. 67.- [Requisitos y contenido].- La demanda debe ser clara y contendrá: 
 
1. La designación de la jueza o juez ante quien se propone; 
 
2. Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los 
nombres completos del demandado; 
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3. Los fundamentos de hecho y de derechos, expuestos con claridad y 
precisión; 
 
4. La cosa, cantidad o hecho que se exige; 
 
5. La determinación de la cuantía; 
 
6. La especificación del trámite que debe darse a la causa; 
 
7. La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del 
lugar donde debe notificarse al actor; y 
 
8. Los demás requisitos que la ley exige para cada caso. (Código de 
Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, págs. 26,27) 
 
 
El mencionado precepto no exige fórmulas sacramentales a las que el actor deba someter 
su acción y el demandado sus defensas; pero exige que exige que la petición sometida a 
la sentencia de la jueza o juez sea clara y precisamente enunciada y sean igualmente 
claros sus fundamentos de hecho y de derecho a fin de colocar la litis dentro de un marco 
del cual el juez no pueda salirse sin incurrir en ultra petita. 
 
 
Igualmente, el Art. 68 del Código de Procedimiento Civil, se refiere a los documentos 
que se debe acompañar a la demanda, cuando dispone: 
 
 
Art. 68.- [Documentos que se deben acompañar a la demanda].- A la demanda se 
debe acompañar: 
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1. El poder para intervenir en el juicio, cuando se actuare por medio 
de apoderado; 
 
2. La prueba de representación del actor si se tratare de persona 
natural incapaz; 
 
3. La prueba de la representación de la persona jurídica si ésta 
figurare como actora; 
 
4. Los documentos y las pruebas de carácter preparatorio que se 
pretendiere hacer valer en el juicio y que se encontraren en poder 
del actor; y 
(Código Civil, 2012) 
 
5. Los demás documentos exigidos por la ley para el caso. (Código 
de Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, pág. 27) 
 
 
Esta disposición se refiere a la presentación de los documentos en que se funda la 
demanda, esto es, de aquellos instrumentos en que se apoya la acción deducida, pero ello 
no se refiere a otros documentos que pueden presentarse en cualquier estado del juicio. 
 
 
1.3.4.1.2. Calificación de la demanda 
 
 
El Art. 69 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano se refiere a la diligencia de 
calificación de la demanda, cuando dispone: 
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Art. 69.-  [Calificación de la demanda].- Presentada la demanda la jueza o juez 
examinará si reúne los requisitos legales. 
 
 
Si la demanda no reúne los requisitos que se determinan en los artículos precedentes, 
ordenará que el actor la complete o aclare en el término de tres días; y si no lo hiciere, se 
abstendrá de tramitarla, por resolución de la que podrá apelar únicamente el actor. 
 
 
La decisión de segunda instancia causará ejecutoria. La jueza o el juez cuando se 
abstenga de tramitar la demanda, ordenará la devolución de los documentos acompañados 
a ella, sin necesidad de dejar copia. 
 
 
La omisión de este deber por la jueza o el juez constituirá falta que será sancionada por el 
director provincial del Consejo de la Judicatura respetivo, con amonestación por escrito la 
primera vez y la segunda con multa equivalente al diez por ciento de la remuneración de 
la jueza o juez. La reiteración en el incumplimiento de este deber constituirá falta 
susceptible de ser sancionada con suspensión o destitución. 
 
 
La Corte que advierta esta omisión, la pondrá en conocimiento del Director Provincial 
del Consejo de la Judicatura para los fines de ley. (2013, págs. 28,29) 
 
 
Desde mi modesto punto de vista, estimo que esta diligencia no debe aplicarse de modo 
tan general, ya que resulta una aberración jurídica que a la acción de protección de 
garantías constitucionales, urgente por esencia, se la somete primero a “sorteo” y 
posteriormente a “calificación”, lo que implica que ante una violación o amenaza a los 
derechos constitucionales de una persona, ésta debe esperar días y horas hábiles para que 
sorteen su acción, pese a que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
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Constitucional señala que todos los días y horas son hábiles, a lo que se añade la 
calificación de la acción, con lo que se da la paradoja que “si la autoridad comete actos 
arbitrarios, deberá el afectado esperar un prolongado tiempo, hasta que se realice el 
sorteo y se califique la acción”. 
 
 
La afirmación anterior se sustenta en la parte final del inciso primero del Art. 169 de la 
Constitución de la  República del Ecuador que dispone que: “No se sacrificará la justicia 
por la sola omisión de formalidades”, disposición que, tiene por objeto desnaturalizar el 
formalismo procesal, a fin de garantizar la defensa en juicio de los litigantes logrando el 
fin inmediato del proceso es decir la solución del conflicto conforme a los hechos 
alegados y probados, ante el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva.  
 
 
En efecto, técnicamente, puede afirmarse que el juez conduce un mecanismo instrumental 
al servicio de la actuación justa de Derecho. Ese mecanismo no debe hacerse en forma 
mecánica, porque ello es en rigor el “ritualismo” o “formalismo” pues ése exceso impide 
alcanzar la verdad jurídica objetiva, imprescindible para fallar justamente. 
 
 
1.3.4.1.3. Contestación de la demanda  
 
 
Para la contestación a la demanda el demandado, de conformidad al Art. 397 del Código 
de Procedimiento Civil tiene el término de quince días para proponer conjuntamente las 
excepciones dilatorias y perentorias, las cuales se resolverán en sentencia. 
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Importante es señalar que si no existe emplazamiento del demandado, el procedimiento 
será nulo, entendiéndose por emplazamiento, según reiterada jurisprudencia de la Excma. 
Corte Suprema de la República de Chile:  
 
 
“El emplazamiento no es un hecho, no es un suceso, ni un acaecer del 
mundo exterior, sino que es un resultado jurídico producido por la 
notificación (citación) válida de la demanda y el transcurso del término para 
contestarla”. (Corte Suprema de la República de Chile, 1987, pág. 34) 
 
 
Si el demandado no es legalmente emplazado, todo lo obrado en la causa será nulo, 
atentándose además contra el derecho constitucional a defensa y a igualdad de armas en 
el juicio. 
 
 
1.3.4.1.4. Conciliación 
 
 
El Código de Procedimiento Civil del Ecuador, en sus Arts. 400 y 401, 
especialmente, se refiere a la conciliación, la cual es un elemento útil de legalidad, 
en cuanto que tiene como finalidad inducir a las partes a encontrar una solución 
justa del conflicto, igualmente con la conciliación se tiende a evitar la dilación 
innecesaria del proceso. 
 
 
Dentro de la conciliación existen situaciones en las cuales ésta puede producirse o no: 
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 De conformidad al Art. 401 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano 
pueden concurrir ambas partes, disponiendo el juez que cada una de las 
partes, por su orden, deje constancia en el acta que debe levantarse y de las 
exposiciones y concesiones que están dispuestos a hacerse. (Código de 
Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, pág. 137) 
 
 
 Según el Art. 402 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano, en el caso que 
ambas partes se pusieren de acuerdo y este acuerdo es lícito, comprendiendo, 
además, todas las reclamaciones planteadas, lo aprobará por sentencia que 
declarará terminado el juicio, la cual se inscribirá cuando se requiera. (Código de 
Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, pág. 138) 
 
 
 Puede ocurrir que el acuerdo sea parcial y si es lícito, el  juez lo aprobará 
mediante auto, disponiendo que el juicio continúe respecto de las cuestiones no 
comprendidas en el acuerdo de conciliación, a menos que, dada la naturaleza de 
dichas cuestiones, no puedan ser, en concepto del juez, consideradas y resueltas 
sino conjuntamente, según dispone el Art. 402 del Código de Procedimiento Civil 
ecuatoriano, 
 
 
 Si concurre una sola parte se dejará constancia de ello y se dará por concluida la 
diligencia, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 2º del Art. 400 del Código de 
Procedimiento Civil ecuatoriano y según el inciso 3º de la misma disposición, la 
falta de concurrencia constituirá un indicio de mala fe que se tomará en cuenta al 
momento de dictar sentencia. 
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 Finalmente, puede ocurrir que las partes concurran a la audiencia, pero no se 
produce el acuerdo, según expresa el inciso primero del Art. 403 del Código de 
Procedimiento Civil ecuatoriano, aunque estas expresiones se tendrán en cuenta al 
momento de dictar sentencia, a fin de apreciar la temeridad o mala fe del litigante a 
quien pueda imputarse la falta de conciliación, de acuerdo al inciso segundo de la 
misma disposición. 
 
 
1.3.4.1.5. Recepción de la causa a prueba  
 
 
Cuando no se produce el acuerdo, el juez recibirá la causa a prueba por el término de diez 
días, de conformidad al Art. 405 del Código de. Procedimiento Civil ecuatoriano, a fin 
que las partes fundamenten sus pretensiones. 
 
 
La importancia de la prueba judicial en el proceso civil es de suma importancia porque la 
inmensa mayoría de los procesos civiles encuentra su sustento en la prueba y en la 
apreciación de las cuestiones de hecho, atendido que si las partes no la rinden, no podrán 
sustentar sus pretensiones. 
 
 
1.3.4.1.6. Sentencia  
 
 
De conformidad a lo dispuesto en el Art. 406 del Código de Procedimiento Civil, una vez 
finalizado el término probatorio, el juez pedirá autos y pronunciará sentencia.  
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Digno es destacar que desde el momento en que el Estado asumió el monopolio de la 
solución de los conflictos, el pronunciamiento de la sentencia es el momento más 
importante del proceso, ya que se determinan los derechos de las partes en juicio. 
 
 
En el caso del contrato de promesa incumplido, la sentencia que recae en la causa tiene 
un doble carácter, si se atiende a la clasificación que la doctrina hace de las mismas. 
 
 
En efecto, el procesalista brasileño Dr.  Alexandre Freitas Cámara sostiene que las  
sentencias son de tres órdenes, a saber:  
 
 
“Meramente declarativas, que tienen por fin «conferir certeza, poniendo 
término a la presencia de duda en cuanto a la existencia o inexistencia de 
determinada relación jurídica; constitutivas, que «son aquellas capaces de 
crear, modificar o extinguir una relación jurídica»; y condenatorias, que son 
aquellas en las que existe «un elemento consistente en un comando, una 
imposición dirigida por el juez a la parte perdidosa (…) a fin de que éste 
cumpla una prestación de dar, hacer o no hacer”. (Freitas Cámara, 2002, 
págs. 435,436) 
 
 
En el caso de la sentencia favorable que recae en la acción resolutoria, ésta tiene, de 
acuerdo al autor citado, el carácter de constitutiva porque extingue una relación jurídica, 
resolviendo el contrato incumplido por una de las partes con la correspondiente 
indemnización de perjuicios. 
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1.3.4.1.7. Apelación 
 
 
El Art. 323 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano se refiere al recurso de 
apelación cuando expresa: 
 
 
Art. 323.- [Definición de apelación].- Apelación es la reclamación que alguno de los 
litigantes u otro interesado hace a la jueza o juez o tribunal superior, para que 
revoque o reforme un decreto, auto o sentencia del inferior”. (Código de 
Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, pág. 113) 
 
 
Si bien en el Código de Procedimiento Civil se determina en el Art. 408 que el recurso de 
apelación debe ser fundado, el concepto legal no lo expresa, razón por la cual se ha 
recurrido a la doctrina, a fin de transcribir un concepto más adecuado para este medio de 
impugnación. 
 
 
El procesalista chileno Dr. Hernán González García, define al recurso de apelación como: 
 
 
“Un medio de carácter procesal que la ley confiere a los intervinientes 
agraviados por una resolución judicial para solicitar ante el tribunal que la 
dictó, dentro de plazo y con fundamento escrito, que su superior jerárquico 
que queda facultado para revisar los hechos y el derecho y para decidir la 
cuestión en alzada en aquello que concretamente se coloca bajo la esfera de 
su competencia, según el acto de su interposición la revoque o enmiende”. 
(González García, 2009, pág. 1) 
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En concordancia con el concepto del autor invocado, el Art. 324 del Código de 
Procedimiento Civil ecuatoriano señala a las partes un plazo de tres días para 
interponerlo, y en lo que se refiere a la fundamentación, el artículo 408 del mismo cuerpo 
legal señala que dentro de diez días fatales, contados desde que se le hizo saber al 
apelante la recepción del proceso, deberá indicar los puntos a los que se contrae el 
recurso, sancionándose con la deserción en el caso que el apelante no lo haga, siempre 
que se haga a petición de parte ante el ministro de sustanciación. 
 
 
Señalados los puntos a los que se contrae el recurso, de conformidad al Art. 409 del 
Código de Procedimiento Civil, se dará traslado a la otra parte, por diez días, dentro de 
los que podrá adherirse al recurso. 
 
 
Admitida la apelación a trámite, las partes solicitarán pruebas, concediendo la sala 
respectiva de la Corte Provincial, de conformidad al Art. 410 del Código de 
Procedimiento Civil Ecuatoriano, un término de prueba de diez días, vencido el cual, de 
acuerdo al Art. 412 del mismo cuerpo legal, se pedirán autos en relación y se pronunciará 
sentencia. 
 
 
1.3.5. Aspectos procesales y tramitación de la acción de cumplimiento forzado 
de la obligación emanada del contrato de promesa de compraventa 
(obligación de hacer) 
 
1.3.5.1.  Derechos del acreedor ante el incumplimiento de una obligación de 
hacer  
 
La otra opción que tiene el contratante que cumplió sus obligaciones en el contrato de 
promesa de compraventa, de conformidad a lo dispuesto en los Arts. 1505 y 1813 del 
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Código Civil ecuatoriano, según dichas disposiciones, es exigir el cumplimiento del 
contrato.  
 
 
Respecto de este punto debe distinguirse si el contrato de promesa de compraventa es o 
no por escritura pública, ya que este otorgamiento procede, cuando se precise de esta 
solemnidad conforme dispone el inciso 2º del Art. 1740 del Código Civil ecuatoriano, 
que dispone, en su inciso 2°: 
 
 
Art. 1740.- [Forma del contrato].- La venta de bienes raíces, servidumbres y la de 
una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se ha 
otorgado escritura pública, o conste, en los casos de subasta, de auto de 
adjudicación debidamente protocolizado e inscrito” (inc. 2º) (Código Civil, 2012, 
pág. 610) 
 
 
Esta disposición concuerda expresamente con el numeral 1° del Art. 1570 del mismo 
cuerpo legal  que exige la solemnidad de la escritura pública cuando el contrato 
prometido, para su validez, requiera de esta solemnidad. 
 
 
De acuerdo a lo anterior, difiere el procedimiento en el caso que se trate de la promesa de 
compraventa de un bien mueble y de un bien inmueble; ya que mientras en el primero 
basta un instrumento privado, en el segundo, es preciso otorgar una escritura pública, 
que, por el hecho de ser tal, tiene mérito ejecutivo; en cambio,  en el caso de la promesa 
de compraventa del bien mueble que consta por instrumento privado, no es factible 
utilizar la vía ejecutiva porque  tal instrumento carece de mérito ejecutivo, salvo que, de 
conformidad al Art. 413 del Código de Procedimiento Civil hayan sido reconocidos ante 
jueza, juez o notario público. 
 
 66 
 
 
 
En consecuencia, teniendo la escritura pública de contrato de promesa de compraventa de 
un bien raíz (al que se circunscribe esta investigación), por tener ésta el carácter de título 
ejecutivo de conformidad a la citada disposición del Código de Procedimiento Civil, el 
procedimiento tendiente a exigir el cumplimiento del contrato es el establecido en el 
inciso 2º del Art. 440 del señalado Código, que expresa:  
 
 
Art. 440.- [Entrega de una especie o cuerpo cierto o de una obligación de 
hacer].- Si el hecho consiste en el otorgamiento y suscripción de un instrumento, lo 
hará la jueza o el juez en representación del que deba realizarlo. Se dejará 
constancia en acta, suscrita por la jueza o juez, el beneficiario y el secretario, en el 
respectivo juicio”. (Código de Procedimiento Civil del Ecuador, 2013, págs. 
153,154) 
 
 
Si se analiza el inciso final del Art. 1570 del Código Civil que expresamente dispone que 
“concurriendo estas circunstancias habrá lugar a lo prevenido en el artículo precedente”, 
es decir, cuando se cumple con los numerales 1 al 4 del referido precepto que trata de las 
obligaciones emanadas del contrato de promesa, corresponde que se aplique el Art. 1569 
del mismo cuerpo legal, que se refiere a las obligaciones de hacer, y que dispone: 
 
 
Art.  1569.- [Obligación de hacer].- Si la obligación es de hacer, y el deudor se 
constituye en mora, podrá pedir el acreedor, junto con la indemnización de la mora, 
cualquiera de estas dos cosas, a elección suya: 
 
1. Que se le autorice para hacerla ejecutar por un tercero, a expensas del 
deudor, y 
 
2. Que el deudor le indemnice los perjuicios resultantes de la infracción del 
contrato. (Código Civil, 2012, pág. 552) 
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En el caso de la suscripción del contrato definitivo de compraventa, de acuerdo al Art. 
440 del Código de Procedimiento Civil, procede que el juez suscriba la escritura a 
nombre del deudor, sin embargo, en dicho cuerpo legal, no existe disposición alguna que 
establezca el procedimiento para ello. 
 
 
1.3.5.2. Acción ejecutiva 
 
 
El Diccionario Jurídico Mexicano, se refiere con claridad meridiana a la acción ejecutiva, 
cuando expresa 
 
 
“Acción Ejecutiva. (Del latín exsecutusyere quiconsumar, cumplir).1. Entendemos 
por acción ejecutiva aquella mediante la cual se puede iniciar un proceso 
ejecutivo, o sea el procedimiento generalmente sumario mediante embargo y venta 
de bienes cuyo objeto es el cobro de créditos que constan en un título (ejecutivo) 
que la ley otorga la facultad de hacer prueba plena. Puede ser civil o mercantil. En 
consecuencia, el título ejecutivo es aquel al que la ley le confiere la presunción 
juristantum de la existencia de un crédito y de su deudor, así como la posibilidad 
de iniciar un juicio ejecutivo y la casi inmediata ejecución”. (Universidad 
Autónoma de México, 1982, pág. 44) 
 
 
1.3.5.2.1. La obligación debe constar en un título ejecutivo 
 
 
El procesalista chileno Dr. Mario Casarino Viterbo se refiere a este requisito señalando: 
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“Toda obligación cuyo cumplimiento se pretende obtener por medio de un 
juicio ejecutivo requiere, como elemento básico, la existencia de un título, en 
el cual conste, de manera fehaciente e indubitada, la referida obligación. 
Este antecedente o elemento básico de la acción ejecutiva recibe el nombre 
técnico de «título ejecutivo»; y podemos afirmar que su presencia, como 
fundamento de esta clase de acciones, ha sido exigida por todos los tiempos 
y por todas las legislaciones procesales. Se define el título ejecutivo como 
aquella declaración solemne a la cual la ley le otorga, específicamente, la 
fuerza indispensable para ser el antecedente inmediato de una ejecución”. 
(Casarino Viterbo, 2009, págs. 74,75) 
 
 
En el caso del cumplimiento forzado de la obligación emanada de un contrato de promesa 
de compraventa otorgado por escritura pública, se está frente a un título ejecutivo de 
conformidad al Art. 413 del Código de Procedimiento Civil en donde conste que el 
deudor se ha obligado a suscribir el contrato de compraventa definitivo. En consecuencia, 
el sustento de la acción ejecutiva es, precisamente, el título ejecutivo constituido por la 
escritura pública de contrato de promesa de compraventa. 
 
 
1.3.5.2.2. La obligación debe ser actualmente exigible 
 
 
El citado autor señala que debe entenderse por obligación actualmente exigible: 
 
 
“Aquella que, en su nacimiento o ejercicio, no se halla sujeta a ninguna 
modalidad, o sea, a ninguna condición, plazo o modo. En consecuencia, 
cumplida la condición, vencido el plazo o satisfecho el modo, la obligación 
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podrá ejecutarse. Se agrega que la exigibilidad de la obligación debe ser 
actual, esto es, que debe existir en el momento mismo en que la ejecución se 
inicia; porque también en este mismo instante deben concurrir  todos los 
requisitos que hacen procedente la acción ejecutiva”. (Casarino Viterbo, 
2009, págs. 84,85) 
 
 
La exigibilidad de la obligación tiene un sentido específico en la acción ejecutiva, 
entendiéndose por obligación exigible, aquella que está vencida o que se vence con la 
citación del ejecutado. 
 
 
1.3.5.2.3. Obligación líquida o determinada  
 
 
En lo que dice relación  con las obligaciones de hacer, la obligación solamente debe ser 
determinada, es decir: “la prestación que pesa sobre el deudor en favor de su acreedor 
es perfectamente conocida y no dan margen a equívocos”. (Casarino Viterbo, 2009, pág. 
86) 
 
 
En el caso de la exigibilidad del cumplimiento del contrato de promesa de compra-venta, 
la obligación consiste en suscribir el contrato prometido. 
 
 
No es posible que una obligación de hacer sea líquida, ya que se considera líquida la 
obligación que consta en una cierta cantidad de dinero y se expresa en una cifra, pero 
también cuando debe entregarse una determinada cantidad de algo, como por ejemplo dos 
quintales de maíz. 
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1.3.5.2.4. Que la acción ejecutiva no se encuentre prescrita. 
 
 
El Art. 2439 del Código Civil expresamente dispone que la prescripción extintiva de la 
acción ejecutiva es de cinco años desde que la obligación se hizo exigible, existiendo una 
excepción respecto de la acción ejecutiva que se convierte en ordinaria, la cual durará 
otros cinco años, pero puede acontecer que el título ejecutivo pierda su vigencia por el 
transcurso del tiempo. 
 
 
1.3.6.  Del juicio ejecutivo de cumplimiento del contrato de promesa 
 
1.3.6.1. Interposición de la demanda 
 
 
Señalados anteriormente los requisitos de la interposición de toda demanda, 
respetuosamente se solicita tener dichas disposiciones y requisitos por expresamente 
reproducidos a fin de evitar innecesarias repeticiones, razón por la cual se redactará la 
demanda correspondiente con todos los elementos para exigir el cumplimiento del 
contrato de promesa de compraventa de un bien inmueble. 
 
 
UNIDAD JUDICIAL MULTICOMPETENTE CIVIL DEL CANTÓN IBARRA 
 
FERNANDO JAVIER MORENO BENAVIDES, ecuatoriano, casado, de profesión 
abogado, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Ibarra, ante Ud. comedidamente 
comparezco para interponer la presente demanda ejecutiva de obligación de hacer: 
 
PRIMERO: La designación del juez ante quien se propone esta demanda queda 
establecida. 
 71 
 
 
 
 
SEGUNDO: Mi nombre y generales de ley se encuentran indicados 
 
TERCERO: El demandado responde a los nombres de Antonio José Villota Villota, 
trabajador agrícola, domiciliado en calle Bolívar # 109 y Sucre de esta ciudad 
 
 
FUNDAMENTOS DE HECHO 
 
 
Por escritura pública de promesa de compraventa de fecha 3 de febrero del año 2011, 
otorgada ante el Notario Segundo de Ibarra Dr. Carlos Proaño Mera, vendrá a su 
conocimiento que celebré con el demandado Antonio José Villota Villota, contrato de 
promesa de compraventa del inmueble ubicado en calle Bolívar 109 y Sucre de esta 
ciudad, el cual tiene una superficie de ochocientos cuadrados y los siguientes linderos: 
Al Norte: Con calle Simón Bolívar en veinte metros; Al Sur: en veinte metros con 
propiedad de Samuel Cruz en cuarenta metros; Al Oriente: Con calle   Sucre en 
cuarenta metros y al Poniente: en veinte metros con propiedad de Sara Moya. Lo 
adquirió por escritura pública de compraventa de fecha 3 de octubre de 2004 otorgada 
ante el Notario Quinto de la ciudad de Loja, Dr. José Méndez Castillo y figura inscrita a 
nombre del compareciente señor Juan Manuel Jiménez Jiménez bajo el Nº 1234 del 
Registro de Propiedades correspondiente al año 2004 del Registrador de la Propiedad 
de Ibarra. 
 
 
Ascendiendo el precio del inmueble prometido vender a la suma de USD. 85.000 
(Ochenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica), precio que fue 
acordado por las partes. Al momento de la firma de la escritura pública de promesa de 
compraventa, en mi calidad de promitente comprador entregué a la promitente vendedora 
la suma de USD. 70.000 (Setenta mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica), 
los que fueron entregados al contado y en dinero efectivo a la promitente compradora, 
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quien los recibió a su entera conformidad, según consta de la cláusula cuarta del contrato 
de promesa de compraventa a que se ha hecho referencia, debiendo entregarse la suma 
restante al momento de la firma de la escritura definitiva de compraventa, la cual se 
acordó que fuera el día 3 de febrero del año 2013. 
 
 
Conforme a la referida escritura pública de promesa de compraventa acordé con la 
demandada fijar como fecha para la celebración del contrato definitivo de compraventa, 
el día 3 de febrero del presente año en la Notaría Segunda de Ibarra del Dr. Carlos 
Proaño Mera. 
 
 
El día 3 de febrero del presente año 2013, fecha a que se obligó la demandada para 
suscribir la respectiva escritura y recibir el saldo del precio, ésta no se hizo presente en la 
Notaría señalada y a pesar de habérselo solicitado reiteradamente se niega a hacerlo 
negándose expresamente a suscribir y dar cumplimiento a lo estipulado en la cláusula 
sexta del contrato de promesa de compraventa. 
 
 
Las partes, en el documento contentivo de la escritura pública de promesa de compra 
venta, fijaron, en la cláusula novena de la misma, la suma de USD. 15.000 (Quince mil 
dólares de los Estados Unidos de Norteamérica), en caso de incumplimiento de 
cualquiera de las estipulaciones contractuales. 
 
 
El demandado señor Antonio José Villota Villota no ha cumplido con su obligación de 
suscribir la respectiva Escritura Pública de compra venta, teniendo la escritura pública de 
promesa de compraventa de fecha 3 de febrero del año 2011, otorgada ante el Notario 
Cuarto de Imbabura Dr. José Méndez Castillo, el carácter de título ejecutivo donde 
consta la existencia de una obligación actualmente exigible, determinada y no se 
encuentra prescrita. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
Invoco como fundamentos de derecho los Artículos 1505, 1569, 1570, 1813 y 
concordantes del Código Civil ecuatoriano y los Artículos 413, 419 y el inciso 2º del Art. 
440 del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano y con estos antecedentes demando al 
señor  ANTONIO JOSÉ VILLOTA VILLOTAy solicito librar mandamiento de ejecución 
en mi favor y en contra del demandado, para que éste suscriba la escritura de 
compraventa prometida cumpliendo con su obligación de hacer, pagar la cláusula penal 
respectiva y las costas del proceso, conforme a los siguientes puntos: 
 
 
1. El demandado Antonio José Villota Villota procederá a otorgar y suscribir la 
Escritura Pública de compraventa prometida a mi favor, respecto al inmueble 
ubicado en la Bolívar # 109 y Sucre de esta ciudad, bajo el apercibimiento del 
inciso 2º del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil, es decir, que lo 
suscriba la jueza o juez de la causa en representación del que deba realizarlo. 
 
 
2. El demandado Antonio José Villota Villota deberá pagarme la suma de USD. 
15.000 (Quince mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica) por concepto 
de cláusula penal que consta en la escritura y que fue incumplida por aquel. 
 
 
3. Se condene al demandado Antonio José Villota Villota a pagar las costas 
procesales y personales de la causa. 
 
 
Sírvase tener por incorporada como prueba de mi parte fotocopia autorizada de la 
escritura pública de promesa de compraventa, fecha 3 de febrero del año 2011, otorgada 
ante el Notario Cuarto del cantón Ibarra, Dr. José Méndez Castillo, la cual conforme lo 
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dispuesto en el Art., 413 del Código de Procedimiento Civil es el título ejecutivo en que 
se sustenta la presente demanda. 
 
 
Se inscribirá esta demanda en el Registro de la Propiedad del Cantón Ibarra, según lo 
estipula el Art. 1000 del C.P.C. 
 
 
CUANTIA: La cuantía del presente juicio asciende a la suma de USD 100.000 (Cien mil 
dólares de los Estados Unidos de Norteamérica) 
 
 
Al demandado Antonio José Villota Villota se lo deberá citar en legal y debida forma en 
su domicilio ubicado en la calle Bolívar 109 y Sucre de esta ciudad de Ibarra. 
 
 
Las notificaciones que me correspondan las recibiré en mi casillero judicial N° 345 de la 
H, Corte Provincial de Justicia de Imbabura, correspondiente a mi abogado Dr. Asdrúbal 
Mendoza Lumbreras, matrícula 13- 1979 -03 del Foro de Abogados del Consejo de la 
Judicatura, profesional del derecho al que faculto para que presente todo escrito favorable 
a mis intereses. 
 
 
Firmo conjuntamente con mi abogado patrocinador. 
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1.3.6.2. Calificación de la demanda 
 
 
La demanda una vez interpuesta es calificada por el juez de la causa, trámite al que se 
hizo referencia anteriormente y cuyas características se detallaron, solicitando, 
respetuosamente  que lo ya expuesto se tenga por expresamente reproducido a fin de 
evitar innecesarias repeticiones. 
 
 
1.3.6.3. Título ejecutivo ajustado a derecho 
 
 
Atendido que el título ejecutivo en que se sustenta la demanda es una escritura pública, 
éste tiene la calidad de tal de conformidad al Art. 413 del Código de Procedimiento Civil 
y conforme dispone el Art. 421 del mismo cuerpo legal. Si el juez considera que el título 
y la obligación que corresponda son ejecutivos, ordenará que el deudor la cumpla o 
proponga excepciones en el término de tres días. 
 
 
1.3.6.4. Caso en que el deudor no suscriba el documento ni proponga 
excepciones 
 
 
Atendido que en el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer se despacha mandamiento 
de ejecución mediante el cual se persigue la ejecución de la obligación de hacer del 
demandado, que consiste en suscribir el contrato de compraventa prometido, en el caso 
que no suscriba el documento ni proponga excepciones, corresponde a la jueza o juez 
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civil, de conformidad al inciso 2º del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil, 
suscribirlo dejándose constancia en acta suscrita por la jueza o juez, el beneficiario y el 
secretario, en el respectivo juicio.  
 
 
1.3.6.5. Actitudes del deudor 
 
 
 El deudor puede: 
 
 
 Allanarse a la demanda y suscribir la escritura de compraventa prometida, lo que 
pone término al juicio, debiendo pagar la cláusula penal y las costas del juicio. 
 
 
 No suscribir la escritura de compraventa prometida, ni oponer excepciones, lo que 
produce los efectos del inciso 2º del Art, 440 del Código de Procedimiento Civil, 
En este caso, ya transcurrido el plazo decretado por el tribunal para cumplir la 
prestación, bastará el mandamiento, que hace las veces de sentencia ejecutiva firme 
y ejecutoriada, procediendo el juez a nombre del ejecutado a suscribir la escritura 
pública de compraventa. 
 
 
 Proponer excepciones, recibiéndose la causa a prueba 
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1.3.6.6. Procedimiento de apremio 
 
 
El apremio se contiene en el mandamiento de ejecución, en el cual se conmina al deudor 
a cumplir con su obligación.  
 
 
1.3.6.7. Recepción de la causa a prueba 
 
 
Si de los antecedentes de autos surgen asuntos sustanciales, pertinentes y controvertidos, 
el juez, de acuerdo al Art.  433 del Código de Procedimiento Civil, concederá el término 
de seis días para que las partes rindan la prueba suficiente para sustentar sus pretensiones. 
 
 
1.3.6.8. Alegatos de las partes 
 
 
De conformidad a lo dispuesto en el Art. 434 del Código de Procedimiento Civil,   el juez 
concederá el de cuatro días para que las partes aleguen, término que correrá al mismo 
tiempo para todas y vencido el cual pronunciará sentencia. 
 
 
1.3.6.9. Efectos de la sentencia 
 
 
Si el demandante obtiene sentencia favorable, se aplicará el inciso segundo del Art. 440 
del Código de Procedimiento Civil, otorgándose y suscribiéndose el documento por la 
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jueza o juez, debiéndose dejar constancia en acta, suscrita por el juez, el beneficiario y el 
secretario, en el respectivo juicio, de esta circunstancia. 
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CAPÍTULO II 
MARCO METODOLÓGICO 
 
 
2.1. Modalidad de Investigación 
 
 
La modalidad de este trabajo de investigación se basó en una investigación de carácter 
científico, sustentándose en las normas que rigen el contrato de promesa de compraventa 
en nuestro ordenamiento jurídico, donde queda de manifiesto que lo general, es que el 
promitente diligente, en vez de exigir el cumplimiento del contrato, pida la resolución del 
mismo con indemnización de perjuicios. 
 
 
2.2. Tipo de investigación Jurídica 
 
 
La presente investigación se basó fundamentalmente en un trabajo ampliamente 
investigativo, jurídico comparativo y jurídico propositivo, utilizando la investigación de 
legislación tanto nacional como comparada, recurriéndose a la doctrina, esencialmente 
comparada, que se refiere al contrato de promesa de compraventa, destacando que incluso 
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la Asamblea Nacional, en el Proyecto de Ley reformatoria al Código Civil, Código de 
Procedimiento Civil y Código Penal, señala que existe un magro tratamiento legislativo 
del tema, según se expuso anteriormente, destacándose que en nuestro ordenamiento 
jurídico, el promitente diligente prefiere optar por pedir la resolución del contrato de 
promesa de compraventa con indemnización de perjuicios y cobro de lo estipulado en la 
cláusula penal inserta en el contrato de promesa, antes que solicitar su cumplimiento, por 
no existir normas expresas que traten la materia 
 
 
2.3. Población y muestra de la investigación 
 
 
COMPOSICIÓN CANTIDAD 
Encuesta a 75 Abogados de libre ejercicio de la ciudad de Ibarra 75 
Entrevista a tres jueces civiles 3 
TOTAL 78 
 
 
 
2.4.  Métodos, técnicas e instrumentos de recolección de datos  
 
2.4.1.  Métodos 
 
 
Método  deductivo  Este método se aplicó analizando la legislación, la doctrina y 
jurisprudencia tanto nacional como comparada, realizándose, principalmente,  mediante  
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las  técnicas  de  aplicación  de las  normas  jurídicas  generales  a  casos concretos 
especialmente en lo que dice relación con el contrato de promesa de compraventa y sus 
consecuencias jurídicas. 
 
Método  inductivo: Con este método se  consideró  una serie de fenómenos o  
conocimientos particulares, relacionados con el contrato de promesa de compraventa de 
bien inmueble, para  llegar  a  conclusiones generales. Este método  inductivo se  ha 
instrumentado en base al texto de las normas que rigen la materia. 
 
Método  analógico  o  comparativo: gracias a este  método pudo extraerse las ventajas y 
desventajas de las normas relacionadas con el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer, 
respecto de los países a que se hizo referencia en la presente investigación.  
 
Método analítico: gracias a la aplicación de este método se puso énfasis en las 
deficiencias y ventajas que existen respecto de las opciones que se otorgan al contratante 
diligente en los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil.  
 
Método  Sintético: Aplicando todo lo relacionado con la promesa de compraventa de 
bien inmueble, tanto en el derecho nacional como el comparado, se llegó a un todo 
concreto. 
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2.4.2.  Técnicas de Investigación. 
 
a) Encuesta: Las técnicas a utilizarse se centrarán en una encuesta practicada 75 
abogados en libre ejercicio de la ciudad de Ibarra, capital de la Provincia de 
Imbabura. 
 
b) Entrevista: Se procedió a entrevistar al Juez de la Unidad Judicial Primera Civil y 
Mercantil de Ibarra, Dr. Vicente Guerra; al Juez Temporal de la Unidad Judicial 
Primera Civil y Mercantil de Ibarra, Dr. Galo Espinoza y al Juez Temporal de la 
Unidad  Judicial Tercera Civil y Mercantil de Ibarra, Dr. Marcelo Changotasi. 
 
c) Fichas nemotécnicas: A través de esta técnica se pudo identificar los textos o 
tratados emanados de diversos autores que se refieren al tema. 
 
d) Fichas bibliográficas: Esta técnica debe necesariamente aplicarse atendido que 
tema se encuentra ampliamente tratado en la doctrina, legislación y jurisprudencia 
comparada. 
 
e) Observación: Que se las realizará directamente con las personas objeto de la 
encuesta y la entrevista. 
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f) Fichas Lincográficas: entendida como la sección de la bibliografía dedicada a los 
enlaces (links, vínculos de la web), se utilizó el internet a fin de complementar el 
material adquirido y consultado 
 
2.5.  ENTREVISTAS 
 
2.5.1.  ENTREVISTA DR. VICENTE GUERRA, JUEZ DE LA UNIDAD 
JUDICIAL PRIMERA CIVIL Y MERCANTIL DE IBARRA. 
 
Pregunta Nº 1: ¿Puede el contratante diligente optar con facilidad e indistintamente, 
por la resolución o el cumplimiento del contrato en contra del deudor de un 
contrato de promesa de compraventa de acuerdo a los Arts. 1505 y 1813 del Código 
Civil? 
 
No, los contratantes diligentes prefieren la acción resolutoria del contrato porque respecto 
de la acción de cumplimiento, no existe un procedimiento adecuado, razón por la cual la 
alternativa que ofrece la condición resolutoria tácita de los Arts. 1505 y 1813 del Código 
Civil, en lo que dice relación a la interposición de la acción de cumplimiento no es 
conocida masivamente y los afectados prefieren optar por la resolución del contrato con 
indemnización de perjuicios, pese a que la acción resolutoria se somete a juicio ordinario, 
lo que es una inconsecuencia, atendido que si se celebró un contrato de promesa de 
compraventa es porque mediante este contrato preparatorio, se aseguró la celebración del 
contrato definitivo, pero ello obedece a inconvenientes subsanables con el transcurso del 
tiempo, debiendo atenderse al dinamismo de los negocios, sin embargo en materia de 
resolución de contrato, la prolongada tramitación del juicio ordinario perjudicarán al 
contratante diligente, quien, deberá soportar un largo trámite para obtener se le devuelva 
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con intereses lo que entregó como parte del precio y el monto prefijado en la cláusula 
penal en el caso que se haya pactado. La vía del cumplimiento del contrato de promesa de 
compraventa de bien inmueble no es utilizada, según puede observarse en los libros de 
ingreso de los juzgados civiles de la ciudad de Ibarra, prefiriéndose, como se expresó, la 
resolución del contrato de promesa con indemnización de perjuicios. 
 
 
Pregunta Nº 2: ¿Es adecuado que la acción resolutoria de un contrato de promesa 
de compraventa se tramite por la vía ordinaria? 
 
Bajo ningún punto de vista, el contrato de promesa de compraventa tiene por objeto 
asegurar la celebración de un contrato futuro, y un procedimiento ordinario que se 
contradice con el principio de celeridad no es el más adecuado para el dinamismo que 
requieren este tipo de contratos, pudiendo observarse que en el derecho comparado como 
ocurre con la resolución del contrato,  el pacto comisorio y la escrituración forzada, como 
ocurre en la República Oriental del Uruguay, se contempla un procedimiento especial y 
breve.  
 
 
Pregunta Nº3: ¿Existe un procedimiento adecuado para optar por el cumplimiento 
del contrato de promesa en nuestro ordenamiento jurídico? 
 
Es necesario reglamentar adecuadamente el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer, 
debe fijarse el alcance del mandamiento de ejecución que conmine al deudor a suscribir 
el contrato prometido, con el apremio que si no lo hace, lo hará la jueza o juez conforme 
dispone el inciso 2º del Art. 440 del Código de Procedimiento Civil. En otros países se 
contempla un procedimiento específico, en el Ecuador debe tramitarse recurriendo al 
juicio ejecutivo de obligaciones de dar, en lo que corresponda. 
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Pregunta Nº 4: ¿Cual acción se tramita con mayor frecuencia en el caso de un 
contrato de promesa no cumplido? 
 
Como se expuso anteriormente se interpone la acción resolutoria en un juicio ordinario de 
larga tramitación, que se contradice a la celeridad que debe tener este tipo de materia, ya 
que el contrato de promesa de compraventa se utiliza frecuentemente en materia civil y 
mercantil. 
 
 
Pregunta Nº 5: ¿Ha conocido algún caso en que un promitente diligente solicite el 
cumplimiento del contrato de promesa de compraventa? 
 
En todos los años que ejerzo como juez, jamás me ha tocado conocer un juicio ejecutivo 
de obligaciones de hacer cuyo objeto sea el cumplimiento de un contrato de promesa de 
compraventa de un bien inmueble. 
 
 
Pregunta Nº 6: ¿Estima necesario complementar el Art. 1570 del Código Civil en el 
sentido que los contratos de promesa de compraventa de un bien inmueble deben 
otorgarse por escritura pública? 
 
El sentido de la ley debe ser claro y reglamentarse la materia específicamente para que no 
existan dudas en la interpretación de la ley, es inconcebible que en esta materia rijan 
normas que datan del año 1857. 
 
 
Pregunta Nº 7: ¿Cuándo se entiende constituido en mora el promitente que no 
cumple el contrato de promesa? 
Cuando es citado legamente de la demanda de resolución, de cumplimiento, de cobro de 
la cláusula penal o de cualquier materia que tenga relación con el contrato de promesa de 
compraventa. 
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Pregunta Nº 8: ¿Está de acuerdo con lo afirmado en el Oficio Nº 073-APB-2009-AH 
de la Asamblea Nacional que contiene un Proyecto de Ley reformatoria al Código 
Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal señalándose la existencia de un 
magro tratamiento legislativo ha hecho que se discuta largamente sobre cada 
requisito que trae el Art. 1570 del Código Civil? 
 
Es una verdad patente, la misma Asamblea Nacional está en conocimiento de las 
defectuosas normas que rigen la materia y la absoluta falta de tratamiento tanto 
doctrinario como jurisprudencial adecuado, razón por la cual existe un proyecto que 
reemplazará el procedimiento civil, pero en él no se contiene normas adecuadas respecto 
a la ejecución de obligaciones de hacer, persistiendo la omisión normativa sobre esta 
materia. 
 
 
Pregunta Nº 9: ¿Es adecuada la normativa que trata el contrato de promesa en el 
Ecuador? 
 
Las deficiencias ya las ha hecho presente la propia Asamblea Nacional y a las que me 
referí en la respuesta anterior, es de esperar que en la discusión del proyecto de ley se 
contemple normas adecuadas y no se trate de copias de otros códigos como ha ocurrido 
en muchas normas nacionales. 
 
Pregunta Nº 10: ¿Tiene algunas sugerencias para mejorar la normativa actualmente 
vigente respecto del contrato de promesa de compraventa? 
 
No solo se debe modificar la normativa del contrato de promesa, sino que todo el 
procedimiento civil en donde prima la escritura con procedimientos dilatados, costosos  y 
obsoletos, como ocurre con el procedimiento ordinario que se utiliza en la acción 
resolutoria, pero debe destacarse el Código del Proceso Civil uruguayo en donde el 
 87 
 
 
 
procedimiento civil es oral y que está sirviendo de base para un Código Procesal Civil 
latinoamericano en donde prime la oralidad y la celeridad. 
 
 
Pregunta Nº 11: ¿De acuerdo con la respuesta anterior ¿estima insuficiente las 
normas contenidas en el Proyecto de Código General del Proceso que actualmente 
se discute en la Asamblea Nacional en lo que dice relación con las obligaciones que 
consistan en la suscripción de un acto o contrato? 
 
Si se analiza el proyecto de la Asamblea Nacional, solo en el literal a) del Art. 413 de éste 
se menciona “la obligación de hacer que consista en la suscripción de un acto o contrato”, 
pero en las disposiciones siguientes no existe norma alguna que reglamente el 
procedimiento, ya que en Art. 414 señala en forma general que “el procedimiento y 
demás disposiciones previstas para la ejecución de obligaciones de dar serán aplicables 
en todo lo no regulado expresamente en el Título III que trata de la ejecución de las 
obligaciones de hacer. Si se revisa el Título II de las obligaciones de dar, no se contienen 
normas como la que se contienen en el inciso 2º del Art. 440 del Código de 
Procedimiento Civil vigente, en el cual el juez, cuando el demandado no suscriba la 
escritura prometida la suscribirá en su representación, dejando la situación en peores 
condiciones que la existente anteriormente. 
 
 
Pregunta Nº 12.-  En consecuencia ¿Qué propone entonces? 
 
Que el Título III del Libro VI del Proyecto de Código General del Proceso contenga 
normas expresas que se refieran a la obligación de suscribir el contrato prometido, de lo 
contrario, se seguirá presentando el problema que las partes preferirán la acción 
resolutoria que en el proyecto tiene un procedimiento más expedito, quedando privados 
los contratantes que cumplen su obligación de una acción de cumplimiento. 
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2.5.2.  ENTREVISTA DR. GALO ESPINOZA, JUEZ TEMPORAL DE LA 
UNIDAD JUDICIAL PRIMERA CIVIL Y MERCANTIL DE IBARRA 
 
 
Pregunta Nº 1: ¿Pueden los contratantes diligentes optar por la resolución o el 
cumplimiento del contrato en contra del deudor de un contrato de promesa de 
compraventa de acuerdo a los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil? 
 
Ambas disposiciones contemplan la condición resolutoria ínsita en los contratos 
bilaterales de cumplir por los contratantes lo pactado, facultando al contratante que 
cumple la obligación para pedir, a su arbitrio el cumplimiento o la resolución del contrato 
con indemnización de perjuicios.  En consecuencia, en los contratos bilaterales llevan 
implícita la cláusula resolutoria. Si una de las partes incumple su obligación la otra tendrá 
el derecho potestativo a elegir entre la ejecución forzada del contrato o demandar la 
resolución, en ambos  casos,  además,  podrá  demandar  los  perjuicios 
 
 
Pregunta Nº 2: ¿Es adecuado que la acción resolutoria de un contrato de promesa 
de compraventa se tramite por la vía ordinaria? 
 
No, el juicio ordinario escrito y obsoleto que se contradice con la oralidad vigente siendo 
la tendencia mundial eliminar el tipo de procedimientos, existiendo en la actualidad un 
proyecto de ley tendiente a reemplazar el Código de Procedimiento Civil por dichas 
razones, ya que no puede concebirse que a una acción resolutoria se la someta a una 
tramitación de esta naturaleza. 
 
 
Pregunta Nº 3: ¿Existe un procedimiento adecuado para optar por el cumplimiento 
del contrato de promesa en nuestro ordenamiento jurídico? 
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No, en el Código de Procedimiento Civil no hay disposiciones expresas que se refieran al 
cumplimiento forzado de la obligación y todas sus etapas preclusivas, existiendo 
referencias de unos artículos a otros que, al final denotan una mala técnica legislativa 
inadecuada.  
 
 
Pregunta Nº 4: ¿Cual acción se tramita con mayor frecuencia en el caso de un 
contrato de promesa no cumplido? 
 
Pese a sometérsela a juicio ordinario, se trata de la acción resolutoria de contrato con 
indemnización de perjuicios, siendo prácticamente nulas las acciones por las que se pide 
el cumplimiento del contrato prometido incumplido, lo que genera graves problemas en 
los negocios jurídicos que la ley debe proteger. 
 
 
Pregunta Nº 5: ¿Ha conocido algún caso en que un promitente diligente solicite el 
cumplimiento del contrato de promesa de compraventa? 
 
No, ni en mi calidad de abogado o, actualmente de juez, jamás me ha tocado un caso 
relacionado con el cumplimiento del contrato de promesa de compraventa. 
 
 
Pregunta Nº 6: ¿Estima necesario complementar el Art. 1570 del Código Civil en el 
sentido que los contratos de promesa de compraventa de un bien inmueble deben 
otorgarse por escritura pública? 
 
Si bien en el Código Civil existen  referencias a ello, esta son indirectas, siendo necesario 
que la ley sea lo más expresa y exacta posible insertándose una norma que solicite como 
requisito esta solemnidad.  
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Pregunta Nº 7: ¿Cuándo se entiende constituido en mora el promitente que no 
cumple el contrato de promesa? 
 
En cualquiera de las formas en que se lo demande, sea por cumplimiento, sea por 
resolución, porque en ello se está poniendo en evidencia el incumplimiento, aunque el 
deudor puede enervar la acción celebrando el contrato prometido después de 24 horas de 
ser citado. 
 
 
Pregunta Nº 8: ¿Está de acuerdo con lo afirmado en el Oficio Nº 073-APB-2009-AH 
de la Asamblea Nacional que contiene un Proyecto de Ley reformatoria al Código 
Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal señalándose la existencia de un 
magro tratamiento legislativo ha hecho que se discuta largamente sobre cada 
requisito que trae el Art. 1570 del Código Civil? 
 
La Asamblea Nacional ha puesto en evidencia la defectuosa normativa existente, a lo que 
se añade una casi nula doctrina nacional, por lo que debe recurrirse a normativa 
comparada especialmente de aquella donde los Códigos Civiles son similares al nuestro 
como el de Chile, Colombia y Venezuela. 
 
 
Pregunta Nº 9: ¿Es adecuada la normativa que trata el contrato de promesa en el 
Ecuador? 
 
Como dije anteriormente, es una norma que se trata apenas en un artículo del Código 
Civil que data del año 1857, época en la cual no existían adelantos tales como la 
contratación o la firma electrónica. 
 
 
Pregunta Nº 10: ¿Tiene algunas sugerencias para mejorar la normativa actualmente 
vigente respecto del contrato de promesa de compraventa? 
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Complementar la normativa existente insertando un procedimiento adecuado para la 
ejecución de las obligaciones de hacer relacionadas con el cumplimiento forzado de una 
ejecución de hacer consistente en la suscripción de escritura pública. 
 
 
Pregunta Nº 11: ¿De acuerdo con la respuesta anterior ¿estima insuficiente las 
normas contenidas en el Proyecto de Código General del Proceso que actualmente 
se discute en la Asamblea Nacional en lo que dice relación con las obligaciones que 
consistan en la suscripción de un acto o contrato? 
 
He analizado el Título III del Libro VI del Proyecto de Código General del Proceso, de 
conformidad al literal b) del Art. 302 del dicho cuerpo normativo en discusión  Si se 
analiza el proyecto de la Asamblea Nacional, solo en el literal a) del Art. 413 de éste se 
menciona “la obligación de hacer que consista en la suscripción de un acto o contrato”, 
pero en las disposiciones siguientes no existe norma alguna que reglamente el 
procedimiento, ya que en Art. 414 señala en forma general que “el procedimiento y 
demás disposiciones previstas para la ejecución de obligaciones de dar serán aplicables 
en todo lo no regulado expresamente en el Título III que trata de la ejecución de las 
obligaciones de hacer. Si se revisa el Título II de las obligaciones de dar, no se contienen 
normas como la que se contienen en el inciso 2º del Art. 440 del Código de 
Procedimiento Civil vigente, en el cual el juez, cuando el demandado no suscriba la 
escritura prometida la suscribirá en su representación, dejando la situación en peores 
condiciones que la existente anteriormente. 
 
Pregunta Nº 12.-  En consecuencia ¿Qué propone entonces? 
 
Que el Título III del Libro VI del Proyecto de Código General del Proceso contenga 
normas expresas que se refieran a la obligación de suscribir el contrato prometido, de lo 
contrario, se seguirá presentando el problema que las partes preferirán la acción 
resolutoria que en el proyecto tiene un procedimiento más expedito, quedando privados 
los contratantes que cumplen su obligación de una acción de cumplimiento, pudiendo 
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manifestar que pese a la inconsistencia normativa del actual Código de Procedimiento 
Civil, presentan mayores ventajas para el contratante que cumple sus obligaciones que el 
actual proyecto. 
 
 
2.5.3.  ENTREVISTA DR. MARCELO CHANGOTASI, JUEZ TEMPORAL DE 
LA UNIDAD JUDICIAL PRIMERA CIVIL Y MERCANTIL DE IBARRA 
 
 
Pregunta Nº 1: ¿Pueden los contratantes diligentes optar por la resolución o el 
cumplimiento del contrato en contra del deudor de un contrato de promesa de 
compraventa de acuerdo a los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil? 
 
Como muchas normas nacionales los contratantes que cumplen su obligación están 
facultados para la señalada opción, pero eso solo es en teoría, ya que gracias a la 
deficiencia legal, sobre todo los promitentes vendedores prefieren evitar el cumplimiento 
de sus obligaciones y devolver lo entregado y pagar la cláusula penal en el caso que se 
haya pactado, sin respetar el compromiso, cuando se encuentran con mejores ofertas, 
prefiriendo el contratista perjudicado ejercer la acción resolutoria pese a que tiene una 
tramitación ordinaria. Aunque ello puede cambiar con el nuevo Código General del 
Proceso, sin embargo, en materia de ejecución de la obligación de hacer de suscribir un 
contrato, puede apreciarse que los legisladores no han propuesto ninguna norma que se 
refiere a la acción de cumplimiento del contrato prometido, con lo que se quiere dar a 
entender un absoluto desconocimiento sobre la materia. 
 
 
Pregunta Nº 2: ¿Es adecuado que la acción resolutoria de un contrato de promesa 
de compraventa se tramite por la vía ordinaria? 
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Los procedimientos civiles ordinarios están en extinción, muchos países ya han derogado 
estos procedimientos excesivamente prolongados y burocráticos, reemplazándolos por 
juicios civiles orales, siendo pionero en esta materia el Código General del Proceso de la 
República Oriental del Uruguay, código que ha servido de base para un Código Procesal 
Civil tipo para América Latina, en donde se propone el proceso monitorio que es un 
proceso simplificado tendiente a dar celeridad al proceso civil.  
 
 
Pregunta Nº 3: ¿Existe un procedimiento adecuado para optar por el cumplimiento 
del contrato de promesa en nuestro ordenamiento jurídico? 
 
No, se trata de normas incompletas carentes de organicidad, en donde unos artículos se 
concuerdan con otros, sin que exista un procedimiento claro, siendo necesario el 
reemplazo de dicha normativa que en nada protege al contratante que cumple sus 
obligaciones, esta situación irregular se repite con más gravedad en el proyecto de 
Código General del Proceso en donde nada existe acerca del cumplimiento de la 
obligación de suscribir un contrato, existiendo una referencia a que en lo que sea 
procedente se aplicarán las normas del juicio ejecutivo de obligaciones de dar, pero ellas 
en gran parte, por la naturaleza de la acción ejecutiva de obligaciones de hacer no son 
aplicables. 
 
 
Pregunta Nº 4: ¿Cual acción se tramita con mayor frecuencia en el caso de un 
contrato de promesa no cumplido? 
 
La acción resolutoria, la cual está sometida a juicio ordinario, el cual como se dijo 
anteriormente, está siendo reemplazado por el juicio oral civil, ya implantado en varios 
países de América Latina, en donde prácticamente el Ecuador es la excepción, aunque se 
está discutiendo la implantación de un proceso monitorio, señalando el jurista nacional 
Dr. José Elías Bermeo que “Analizando únicamente grandes sucesos en materia procesal 
civil ecuatoriana, destaca el de 1863, cuando el Congreso Nacional dictó por primera vez 
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el Código de Enjuiciamiento Civiles. Éste fue reemplazado por el Código de 
Procedimiento Civil en1938, el cual, tras cuatro reformas codificadas 
(1953,1960,1987,2005), sigue vigente hasta la actualidad. A pesar de que “se han dictado 
8 cuerpos del Código de Procedimiento Civil y se han introducido 106 reformas a lo 
largo del tiempo, el sistema no ha logrado solventar las magnánimas falencias de 
celeridad e inmediatez del sistema ecuatoriano”. El indicado jurista señala las falencias 
de nuestro procedimiento y los infructuosos intentos de modificarlo. 
 
Pese a existir un proyecto de Código General del Proceso, nuestro legislador ha omitido 
regular adecuadamente el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer. 
 
 
Pregunta Nº 5: ¿Ha conocido algún caso en que un promitente diligente solicite el 
cumplimiento del contrato de promesa de compraventa? 
 
No existe muchos casos en los que se ha solicitado el cumplimiento forzoso de un 
contrato de promesa que envuelve la obligación de celebrar un contrato futuro, lo que ha 
influido en una escasa doctrina y jurisprudencia que no ha logrado que la acción de 
cumplimiento sea ejercida por quienes cumplen sus obligaciones, no dándoles la ley, por 
dichas razones una tutela judicial efectiva. 
 
 
Pregunta Nº 6: ¿Estima necesario complementar el Art. 1570 del Código Civil en el 
sentido que los contratos de promesa de compraventa de un bien inmueble deben 
otorgarse por escritura pública? 
 
Más que modificar artículos específicos lo ideal sería modificar el procedimiento civil, 
especialmente contemplando un procedimiento ejecutivo de obligación de hacer que dé 
garantías a quienes cumplen con su obligación de hacer efectivo el contrato prometido. 
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Pregunta Nº 7: ¿Cuándo se entiende constituido en mora el promitente que no 
cumple el contrato de promesa? 
 
Con la citación de la demanda de cumplimiento o de resolución del contrato, ya que 
citado el demandado toma conocimiento oficial del incumplimiento de sus obligaciones 
con intervención de la justicia. 
 
 
Pregunta Nº 8: ¿Está de acuerdo con lo afirmado en el Oficio Nº 073-APB-2009-AH 
de la Asamblea Nacional que contiene un Proyecto de Ley reformatoria al Código 
Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal señalándose la existencia de un 
magro tratamiento legislativo ha hecho que se discuta largamente sobre cada 
requisito que trae el Art. 1570 del Código Civil? 
 
La Asamblea Nacional ha puesto en evidencia el deficiente y anticuado procedimiento 
civil escrito que rige en nuestro ordenamiento jurídico, lo que no ha generado, 
prácticamente, una doctrina adecuada, limitándose los autores nacionales a reproducir los 
artículos que se refieren al contrato de promesa sin mayores aportes doctrinario, debilidad 
jurídica que en nada ha colaborado para modificar el actual estado de las cosas. Por ello, 
como sostiene el jurista José Elías Bermeo: “La situación actual es casi inaudita. Después 
de más de cuatro años con la Constitución de Montecristi, en donde se establece la 
sustanciación de todos los procesos por vía oral, todavía en el Ecuador nos encontramos 
con la mayoría de procesos realizados de manera escrita” 
 
 
Pregunta Nº 9: ¿Es adecuada la normativa que trata el contrato de promesa en el 
Ecuador? 
 
Me remito a la respuesta anterior en donde queda en evidencia que el proceso escrito 
contraviene expresamente lo consagrado en la Constitución del 2008, que privilegia el 
sistema oral. 
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Pregunta Nº 10: ¿Tiene algunas sugerencias para mejorar la normativa actualmente 
vigente respecto del contrato de promesa de compraventa? 
 
Establecer un procedimiento adecuado para que se tutele a los contratantes que celebren 
un contrato de promesa y cumplan sus obligaciones, de lo contrario, se producirá lo que 
sucede en la actualidad, que este contrato no se celebre con frecuencia y haya escasa 
doctrina nacional sobre la materia. 
 
Pregunta Nº 11:   De acuerdo con la respuesta anterior ¿estima insuficiente las 
normas contenidas en el Proyecto de Código General del Proceso que actualmente 
se discute en la Asamblea Nacional en lo que dice relación con las obligaciones que 
consistan en la suscripción de un acto o contrato? 
 
Persiste el caos normativo que impide ejercer adecuadamente la acción de cumplimiento 
de contrato  en peores condiciones que las existentes en el Código de Procedimiento 
Civil, ya que no existe una norma similar a la contemplada en el inciso segundo del Art. 
440, ya que en el  Proyecto de Código General del Proceso, no existe una norma similar, 
por lo que si el deudor de un contrato de promesa se niega a firmar el contrato prometido, 
ahora, por omisión legislativa, no existe norma en la cual la jueza o el juez van a suscribir 
el contrato en representación  del deudor, lo que permite señalar que el acreedor queda en 
condiciones más desventajosas que las que le ofrecen las normas del Código de 
Procedimiento Civil vigente, denotando lo anterior una absoluta ignorancia por parte de 
los legisladores y sus asesores jurídicos de las normas del derecho comparado que rigen 
el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer. 
 
Pregunta Nº 12.-  En consecuencia ¿Qué propone entonces? 
 
Adecuar la normativa que se propone a fin que se dé una adecuada tutela judicial efectiva 
al acreedor de un contrato de promesa que ha cumplido sus obligaciones a fin que pueda 
exigir el cumplimiento del deudor en un tiempo breve y no tenga que recurrir a la 
resolución del contrato de promesa. 
 97 
 
 
 
2.6.  ENCUESTA A 75 ABOGADOS DE LIBRE EJERCICIO DE LA CIUDAD DE 
IBARRA, PROVINCIA DE IMBABURA 
 
Pregunta Nº 1: ¿Pueden los contratantes diligentes, fácilmente, optar por la 
resolución o el cumplimiento del contrato en contra del deudor de un contrato de 
promesa de compraventa de acuerdo a los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil? 
 
Cuadro 1 
Alternativas Fa fr 
1.- SI 39 52% 
2.- NO 36 48% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
Gráfico 1 
 
Interpretación: Treinta y nueve abogados, que constituyen el 52% de los encuestados 
expuso que el texto de la ley es claro, tanto en los Arts. 1505 como el 1813, ya que en todo 
contrato bilateral va envuelta la condición resolutoria tácita de no cumplir por una de las 
partes lo pactado, facultándose al contratante que cumple con su obligación para pedir el 
cumplimiento o la resolución del contrato con indemnización de perjuicios. Treinta y seis 
abogados, que alcanzan al 48% señalaron que la opción que ofrecen dichas disposiciones es 
meramente “retórica” ya que no existen normas adecuadas para pedir el cumplimiento del 
contrato, optándose siempre por solicitar la resolución del mismo con indemnización de 
perjuicios 
52% 
48% 
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Pregunta Nº 2: ¿Es adecuado que la acción resolutoria de un contrato de promesa 
de compraventa se tramite por la vía ordinaria? 
 
Cuadro 2 
Alternativas fa fr 
1.- SI 0     0% 
2.- NO 75 100% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 2 
 
 
Interpretación: los 75 abogados encuestados expresaron que el procedimiento ordinario 
aplicado a la acción resolutoria es absolutamente inadecuado, porque se trata de un 
procedimiento escrito que tiene resabios inquisitorios y que está pronto a ser reemplazado 
por el proyecto de Código General del Proceso, y debido a la omisión legislativa que 
existe respecto del juicio ejecutivo de obligación de hacer va a ser la única opción que 
quede, continuando las cosas peor que lo que están actualmente, lo que denota una 
absoluta falta de especialistas en derecho procesal que ni siquiera han tenido a la vista la 
legislación comparada, como lo es el Código General del Proceso de la República 
Oriental del Uruguay, que ha servido de base a la legislación nacional, pero que denota 
una falta de acuciosidad al respecto 
1
2
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Pregunta Nº 3: ¿Existe un procedimiento adecuado para optar por el cumplimiento 
del contrato de promesa en nuestro ordenamiento jurídico? 
 
Cuadro 3 
Alternativas fa fr 
1.- SI  % 
2.- NO 75 100% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 3 
 
Interpretación: los 75 abogados encuestados expusieron, teniendo a la vista las normas 
procesales vigentes y el proyecto de Código General del Proceso, el procedimiento para 
obtener el cumplimiento de un contrato de promesa es absolutamente ineficiente, ya que en 
vez de determinarse las etapas de este proceso se señala que se aplicarán las normas relativa 
al juicio ejecutivo de obligaciones de dar en lo que sea pertinente, pero éstas nada dicen, 
produciéndose graves falencias ya que la nueva normativa no se refiere a la suscripción de la 
escritura prometida por parte del juez, como ocurre con el inciso 2º del Art. 440 del Código 
de Procedimiento Civil y, las normas actuales no se refieren al mandamiento de ejecución 
adaptado a las obligaciones de hacer, en donde no se contiene el embargo, sino la 
conminación a cumplir con el acto prometido. 
1
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Pregunta Nº 4: ¿Cual acción se tramita con mayor frecuencia en el caso de un 
contrato de promesa no cumplido? 
 
Cuadro 4 
Alternativas fa fr 
1.- Acción resolutoria 72 96% 
2.- Acción de cumplimiento   3   4% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 4 
 
 
 
Interpretación: 72 abogados expresaron atendidas las deficiencias normativas 
relacionadas con las acciones de cumplimiento en la legislación vigente, los contratantes 
que cumplen con la obligación prometida optan por la acción resolutoria, pese a que ésta, 
actualmente, se rige por las reglas del juicio ordinario. Apenas 3 abogados expusieron 
que se tramita la acción de cumplimiento. 
96% 
4% 
1 2
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Pregunta Nº 5: ¿Ha conocido algún caso en que un promitente diligente solicite el 
cumplimiento del contrato de promesa de compraventa? 
 
 
Cuadro 5 
Alternativas fa fr 
1.- SI 0     0% 
2.- NO 75 100% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
 
Gráfico 5 
 
 
Interpretación: Los 75 abogados encuestados señalaron que jamás han solicitado una 
acción de cumplimiento en el ejercicio de su profesión, y que en su carácter de jueces 
tampoco han conocido acciones ejecutivas de obligación de hacer relacionadas con el 
contrato de promesa incumplido por una de las partes del mismo.  
0% 
100% 
1 2
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Pregunta Nº 6: ¿Estima necesario complementar el Art. 1570 del Código Civil en el 
sentido que los contratos de promesa de compraventa de un bien inmueble deben 
otorgarse por escritura pública? 
 
Cuadro 6 
Alternativas fa fr 
1.- SI 67  89% 
2.- NO   8  11% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 6 
 
 
Interpretación: 67 abogados señalaron que se debe complementar el Art. 1570 del 
Código Civil, modificando la redacción en forma más directa, disponiendo que cuando se 
prometan contratos de compraventa relacionados con bienes inmuebles el contrato de 
promesa debe constar por escritura pública, de lo contrario carecerá de validez, ya que lo 
ideal es que el sentido de la ley sea claro.    
89% 
11% 
1 2
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Pregunta Nº 7: ¿Cuándo se entiende constituido en mora el promitente que no 
cumple el contrato de promesa? 
 
 
Cuadro 7 
Alternativas fa fr 
1.- Cuando se lo interpela notarialmente 0     0% 
2.- Cuando se cita al demandado de una acción de  
   resolución o de cumplimiento 75 100% 
3.- Cuando se lo interpela por carta certificada 0     0% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 7 
 
 
Interpretación: los 75 abogados encuestados en forma categórica expresaron que el 
deudor de un contrato de promesa de compraventa de bien inmueble se entiende 
constituido en mora una vez que ha sido citado legalmente de la demanda de 
cumplimiento o de resolución del contrato referido. Por las otras alternativas no se 
pronunció ningún encuestado. 
0% 
100% 
1 2 3
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Pregunta Nº 8: ¿Está de acuerdo con lo afirmado en el Oficio Nº 073-APB-2009-AH 
de la Asamblea Nacional que contiene un Proyecto de Ley reformatoria al Código 
Civil, Código de Procedimiento Civil y Código Penal señalándose la existencia de un 
magro tratamiento legislativo que ha hecho que se discuta largamente sobre cada 
requisito que trae el Art. 1570 del Código Civil? 
 
Cuadro 8 
Alternativas fa fr 
1.- SI 75 100% 
2.- NO  0     0% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 8 
 
Interpretación: Los 75 abogados encuestados expresaron que la Asamblea Nacional 
tiene razón al señalar que el tema del contrato de promesa de compraventa ha sido nula o 
escasamente tratado por la doctrina nacional, quedando de manifiesto que incluso en el 
proyecto de Código General del Proceso, se reiteran los errores existentes en el juicio 
ejecutivo de obligaciones de hacer, lo que denota una falta de acuciosidad del estudio del 
tema por parte de los asambleístas y de su equipo jurídico asesor, dejando en evidencia 
que no se ha consultado la ley, doctrina y jurisprudencia comparada sobre el tema. 
1
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Pregunta Nº 9: ¿Es adecuada la normativa que trata el contrato de promesa en el 
Ecuador? 
Cuadro 9 
Alternativas fa fr 
1.- SI 0 0% 
2.- NO 75 100% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
Gráfico 9 
 
 
Interpretación: el 75% de los abogados encuestados sustentándose en las respuestas 
anteriores reiteraron lo inadecuado de las normas vigentes sobre juicio ejecutivo de 
obligaciones de hacer, lo que se reitera en el proyecto de Código General del Proceso, 
expresando que si se lo compara con el Código General del Proceso de la República Oriental 
del Uruguay, que ha servido de base a varios códigos sobre la materia, puede colegirse que 
los legisladores y su equipo de asesores no han estudiado el tema acuciosamente ya que las 
normas propuestas ostensiblemente expresan graves falencias en lo que se refiere al juicio 
ejecutivo de obligaciones de hacer relacionadas con el cumplimiento del contrato de promesa 
de compraventa.  
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Pregunta Nº 10: ¿Es adecuado el proyecto de Código General del Proceso en lo que 
dice relación con el cumplimiento de la obligación de celebrar un contrato de 
promesa de compraventa de bien inmueble? 
 
Cuadro 10 
Alternativas fa fr 
1.- SI 0     0% 
2.- NO 75 100% 
Total 75 100% 
Elaborado por el investigador 
 
Gráfico 10 
 
 
Interpretación: Los 75 abogados encuestados sustentan su negativa en lo expuesto 
anteriormente, en donde claramente expusieron las falencias de la normativa propuesta, 
deficiencias que harán persistir los mismos errores que presentan las normas vigentes 
sobre la materia, especialmente en lo que dice relación con el mandato de ejecución y la 
suscripción del instrumento por parte del juez de la causa. 
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CAPÍTULO III   
MARCO PROPOSITIVO 
 
 
Observaciones al proyecto de Código General del Proceso y Código de Procedimiento 
Civil vigente relacionada con el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer que consisten 
en la suscripción de un acto o contrato. 
 
3.1. Propuesta de modificación del Código de Procedimiento Civil  
 
Considerando 
 
1. Que el numeral 6 del Art. 168 de la Constitución de la República del Ecuador, 
expresamente dispone que la sustanciación de los procesos en todas las materias, 
instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo mediante el sistema oral, de 
acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo; 
 
2. Que de conformidad a los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil ecuatoriano, en todos 
los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria de no cumplirse por 
uno de los contratantes lo pactado; 
3. Que según dispone el inciso 2º del Art. 1505 del Código Civil ecuatoriano el 
contratante que cumple el contrato puede pedir, a su arbitrio, o la resolución o el 
cumplimiento del contrato con indemnización de perjuicios; 
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4. Que no existe en el Código de Procedimiento Civil ecuatoriano un procedimiento 
adecuado de juicio ejecutivo de obligaciones de hacer relacionado con la 
suscripción de un acto o contrato; 
 
5. Que las normas relacionadas con el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer de 
suscripción de un acto o contrato contempladas en el proyecto de Código General 
del Proceso contiene una serie de deficiencias que dificultan la tutela judicial 
efectiva del contratante que cumple las obligaciones emanadas de un contrato de 
promesa de compraventa, ya que se requiere para hacer cumplir forzadamente la 
suscripción del contrato prometido. 
 
Se propone las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil ecuatoriano 
vigente: 
 
Insértese el siguiente Parágrafo 5 de en la Sección Segunda del Título II del Código de 
Procedimiento Civil del Ecuador, vigente:  
 
Parágrafo 5º 
Juicio Ejecutivo de obligación de hacer consistente en la suscripción de un acto o 
contrato 
 
Art. 491.-  [Demanda ejecutiva de obligación de hacer consistente en la 
suscripción de un acto o contrato].- La demanda deberá cumplir los 
requisitos del Art. 67 de este Código y deberá acompañar el titulo ejecutivo 
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consistente en la obligación de suscribir un acto o contrato, que conste en 
una escritura pública cuando se trate de la promesa de vender o constituir 
un derecho real en un bien inmueble.  
 
Art.492.- [Calificación de la demanda].- La demanda será calificada de 
conformidad al Art. 69 de este Código y aceptada a tramitación se 
despachará mandamiento de ejecución para requerir el cumplimiento de la 
obligación del deudor 
 
Art. 493.-  [Citación de la demanda].-La citación de la demanda y del mandamiento 
de ejecución  hará las veces de requerimiento para constituir en mora al 
deudor 
 
Cuando el hecho debido consiste en suscribir una escritura pública, el 
mandamiento de ejecución, además de los perjuicios moratorios que se 
demanden, deberá comprender: 
 
a) La descripción clara y precisa de la actividad que el deudor debe hacer; 
 
b) La prevención al demandado de que en caso de no suscribir la escritura 
en la audiencia de ejecución el documento o dentro del término de tres 
(3) días, contados a partir de la notificación de la sentencia de pago, el 
juez procederá a hacerlo en su nombre. 
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c) Si la escritura pública que deba suscribirse implique la transferencia de 
un bien inmueble o la constitución de derechos reales sobre el mismo, 
en el mandamiento deberá decretarse prohibición de gravar y enajenar 
la propiedad del ejecutado. 
 
 
Art. 494.-   [Contestación de la demanda y excepciones].-  El deudor contestará la 
demanda y opondrá excepciones en la audiencia única de ejecución. 
 
Si no se oponen excepciones o el deudor no comparece a la audiencia, se 
omitirá la sentencia de pago, y bastará el mandamiento de ejecución para 
que la jueza o juez proceda a suscribir la escritura a nombre y en 
representación del deudor. 
 
Si el deudor contesta la demanda u opone excepciones, se recibirá la causa 
a prueba por un término de tres días contados desde el día en que tenga 
mérito ejecutivo, la prescripción de la acción o del título ejecutivo. Solo se 
admitirá como excepciones la falsedad, la falta de requisitos para que el 
título ejecutivo tenga mérito ejecutivo, la prescripción de la acción o del 
título ejecutivo, la exceptio de non adimpleti contractus y la excepción de 
cumplimiento de la obligación. 
 
El juez pronunciará sentencia dentro de tres días contados desde la 
finalización del término de prueba y en el caso que se acepte la demanda 
ejecutiva se dictará sentencia de pago. 
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En el caso que se acepte las excepciones presentadas por el deudor, se 
rechazará la demanda. 
 
  
Art. 495.-  [Regulación del procedimiento].- El procedimiento y demás disposiciones 
previstas para la ejecución de obligaciones de dar serán aplicables en todo 
lo no regulado expresamente en el presente parágrafo. 
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CONCLUSIONES 
 
 
1. El procedimiento contemplado consistente en la suscripción de un acto o contrato 
en el Código de Procedimiento Civil carece de una serie de falencias que llevan a 
los contratantes que cumplen sus obligaciones a optar por la acción resolutoria de 
los Arts. 1505 y 1813 del Código Civil ecuatoriano. 
 
2. En el Código Civil existe solo un artículo que trata el contrato de promesa de 
compraventa, no existiendo abundante doctrina y jurisprudencia nacional sobre la 
materia. 
 
3. Atendida la ausencia de una normativa adecuada sobre el cumplimiento del 
contrato de promesa, el Estado Constitucional de Derechos y Justicia no cumple 
con otorgar la tutela judicial efectiva a los contratantes que  
 
4. La unanimidad de los jueces civiles encuestados expresaron que la mayoría de los 
contratantes diligentes, es decir, los que cumplen el contrato de promesa, optan por 
solicitar la resolución del contrato con indemnización de perjuicios, antes que pedir 
el cumplimiento del mismo, insistiendo en que si se celebró un contrato de promesa 
de compraventa como contrato preparatorio a fin de celebrar un contrato definitivo, 
existe un gran obstáculo para solicitar el cumplimiento del mismo y la celebración 
del contrato definitivo, no siendo frecuente la utilización del inciso 2° del Art. 440 
del Código de Procedimiento Civil, en la cual la jueza o juez debe suscribir el 
contrato definitivo en representación del deudor. 
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5. Los jueces civiles entrevistados y abogados encuestados, expusieron que no  existe 
un procedimiento ejecutivo adecuado de cumplimiento de obligaciones de hacer, 
como ocurre en el derecho comparado, señalando que existen normas adecuadas en 
el Código General del Proceso de la República Oriental del Uruguay. 
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RECOMENDACIONES 
 
 
1. Atendido que el procedimiento contemplado consistente en la suscripción de un 
acto o contrato en el Código de Procedimiento Civil carece de una serie de 
falencias se ha recomendado y propuesto un proyecto de ley en el cual se inserta 
un nuevo parágrafo en el Código de Procedimiento Civil que trata la materia, de 
manera integral. 
 
2. Las disposiciones del Código Civil sobre el contrato de promesa deben constituir 
la base sobre la cual se redacten las normas que contemplen el procedimiento 
ejecutivo de cumplimiento de las obligaciones de hacer, las cuales se ha 
propuesto y recomiendan debido a la opinión unánime de los jueces entrevistados 
y abogados entrevistados a lo que se ha añadido un acucioso estudio de autores 
tanto nacionales como comparados. 
 
3. Con la implementación de un procedimiento como el propuesto y recomendado, 
se dará cumplimiento a la tutela judicial efectiva contemplada en el Art, 75 de la 
Constitución de la República. 
 
4. Se recomienda un procedimiento ejecutivo de las obligaciones de hacer en donde 
bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento por parte del deudor, la jueza o 
juez suscriba el contrato definitivo de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 2° del 
Art. 440 del Código de Procedimiento Civil que, prácticamente, no se aplica  en 
la actualidad.. 
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5. Los jueces civiles entrevistados y abogados encuestados teniendo a la vista la 
propuesta planteada, estimaron que eran adecuadas para ser implementadas en el 
ordenamiento jurídico nacional a fin de subsanar las graves falencias existentes al 
respecto. 
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